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Capítulo I La institución registral


 La institución registral tiene por objeto brindar seguridad jurídica a la propiedad y derechos reales sobre inmuebles. Esta seguridad se alcanza haciendo pública la situación jurídica de los mismos, para lo cual, el Estado ha puesto a disposición de los interesados el registro público de la propiedad. Su función es brindar publicidad a todos aquellos actos que así lo requieren, para producir efectos en perjuicio de terceros ajenos a la relación jurídica, cuyo objeto lo constituye la propiedad de inmuebles y derechos y gravámenes reales constituidos sobre los mismos.

La seguridad en el tráfico jurídico de la propiedad inmobiliaria, fuente de riqueza para el erario público en atención a las contribuciones impuestas, exige conocer la situación jurídica de los inmuebles para legitimar al propietario, y valorar la conveniencia de la celebración de cualquier contrato sobre los mismos.

Así, quien adquiere, debe contar con un medio fiable para saber quién es el propietario del inmueble y si su derecho de disposición se encuentra expedito. También requiere saber si existe algún otro derecho constituido sobre el inmueble cuya subsistencia trasciende la enajenación, y por lo tanto, el deber del adquirente de respetarlo o sufrir sus consecuencias.

Los gravámenes siguen al inmueble aún en el caso de enajenación, la servidumbre pasiva, el embargo, la anotación de la demandada y en general la vinculación del inmueble a juicio a través del secuestro o cualquier otra forma legal, producen sus efectos en contra del propietario, sea el demandado o cualquier adquirente posterior. Por lo tanto, cuando los gravámenes permanecían ocultos, el adquirente o acreedor en cuyo favor se constituía garantía real, quedaba sujeto a la acción del acreedor primigenio o de cualquier adquirente anterior de la finca.

Esta situación aconsejó el establecimiento de oficinas encargadas de registrar tres actos: censos, tributos e hipotecas. Estas oficinas se denominaron Oficios de Hipotecas.

Los Oficios de Hipotecas, de acuerdo con el Diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia de Joaquín Escriche, eran oficinas establecidas en cada cabeza de partido, para tomar nota de las escrituras que se otorgaran ante los escribanos de los pueblos del distrito, con el objeto de dar publicidad a los mencionados actos.

En cuanto a su regulación en México, el régimen de publicidad de los actos relacionados con los inmuebles se reguló en la ley 6 título 16, libro 10, Novísima Recopilación o Cédula de 10 de marzo de 1768, continuando con la cédula de 9 de mayo de 1778, Pragmática de 16 de Abril de 1783 y cédula de 16 de abril de 1785, por las que se hizo extensivo a América, el establecimiento de estos oficios para el registro de toda hipoteca o censo convencional, pero dejando subsistentes las hipotecas tácitas legales o generales.

A estas disposiciones siguieron: la instrucción de la audiencia de México de 23 de Marzo de 1786, Cédula de 25 de Enero de 1789, Circular de 22 de Enero de 1816, Decreto de las Cortes de 20 de Mayo de 1821 (1) .

La Ley y Arancel de 20 de octubre de 1853, emitida por el Presidente de la República Antonio López de Santa Ana, ordenó rematar el oficio de hipotecas en el Distrito Federal, regulando la propiedad, manera de servirlo, sus renuncias y caducidad, de acuerdo con la ley de 29 de Septiembre de 1853.

En el Distrito Federal la Institución Registral como la conocemos en la actualidad, fue regulada por vez primera en el Código Civil del Distrito Federal y Territorio de la Baja California de 1870 en el Título XXIII, artículos 3324 a 3363, con remisión expresa al capítulo 4º título 8º referente al registro de las hipotecas, artículos 2016 a 2050. El primero de estos títulos fue reglamentado el 28 de febrero de 1871.

En la exposición de motivos se anuncia la intención del legislador de suprimir las hipotecas ocultas, y el carácter reglamentario y no sustantivo de la institución registral:

«Este capítulo, aunque reglamentario en su mayor parte, contiene algunos preceptos que completan el sistema de la comisión, y que por lo mismo deben ser explicados. El artículo 2016 dispone: que la hipoteca no producirá efecto sino desde la fecha del registro, con lo cual quedan removidas todas las dificultades con que hoy se lucha. No se fija término al registro; porque parece más sencillo, más positivo el precepto del artículo. Cúlpese a sí mismo el acreedor que no registre su hipoteca luego que esté constituida, si un deudor de mala fe constituye otra después de la primera y la registra antes… Mas hay ciertos casos en que la ley debe ser más previsora, porque se trata de personas desvalidas o débiles. Por esta razón los artículos 2017, 2018 y 2019 imponen a los jueces, a los notarios y a los tutores la obligación de hacer registrar dentro de seis días las hipotecas en que se interesen menores o mujeres casadas, bajo las penas y con la responsabilidad correspondientes».


Se establece el carácter público del registro, al indicar el artículo 2040 que el registro se deba mostrar al que lo pida, exponiendo el legislador en su exposición de motivos:

«la utilidad que sin duda debe resultar, para el arreglo perfecto de todos los contratos, del pleno conocimiento de los gravámenes que reportan las fincas. Así, al celebrarse un contrato, nadie podrá alegar ignorancia».


Concluye el legislador, en relación con la regulación de la institución registral, revelando su intención de facilitar el cumplimiento de los contratos.

Con relación a las hipotecas, impone al notario ante quien se otorgue, el deber de insertar un certificado del encargado del registro, en el que consten los gravámenes anteriores o la libertad de la finca (art. 2021).

El citado código fue derogado por su homólogo de 1884, y a su vez sus disposiciones registrales fueron reformadas y reglamentadas, por decretos de 3 de abril de 1917 y 8 de agosto de 1921 respectivamente.

Con la promulgación de este código, se acentuó el deber del notario de insertar el certificado de gravámenes al instrumento de la hipoteca, al imponerlo aún y cuando los interesados renunciaren a este requisito (2) .

Las reformas de 3 de abril de 1917, acotaron los efectos de la inscripción de las hipotecas omitiendo el carácter constitutivo del registro establecido en el artículo 1889 solo en cuanto a terceros, al adicionarlo con las palabras «contra tercero». Consecuentemente, el contrato es válido y eficaz entre las partes a pesar de no estar inscrito en el registro (3) .

Impuso al Notario, la obligación de incluir la hora del otorgamiento de la escritura de hipoteca en adición al certificado, y su omisión impedía su inscripción (4) .

Esta obligación no subsiste en virtud de las diversas reformas de la institución registral. Sin embargo resulta interesante solo apuntar, ya que volveremos a este tema al tratar la prelación, lo dispuesto con relación a la concurrencia de acreedores hipotecarios referida en el artículo 2982 c.c. En términos de la citada disposición, estos serán pagados en el orden de fechas en que se otorgaron las hipotecas. Si dos hipotecas se otorgan el mismo día, la preferencia surtirá a favor de la primera en orden a la hora de su formalización. Conforme a la regulación actual de la hipoteca, no habrá forma de establecer cuál se otorgó primero, porque la ley ya no exige al notario establecer la hora de su otorgamiento.

Este último código a su vez fue derogado por el promulgado el 30 de enero de 1928, en vigor a partir del 1º de octubre de 1932. Sin embargo, las disposiciones sobre Registro Público y su Reglamento siguieron aplicándose en todo lo que no fueran contrarias a las prevenciones del nuevo código, mientras no fuera expedido el nuevo reglamento del registro público (art. 7º transitorio).

La comisión redactora del código en su informe establece:


«Se organizó sobre nuevas bases el Registro Público, haciendo que produzca diferentes efectos jurídicos según la naturaleza del acto o contrato que se registre.

La falta de registro de los actos o contratos por los cuales se adquiere, trasmite o modifica, grava o extingue el dominio de los demás derechos reales sobre inmuebles, hace que no produzcan ningún efecto jurídico.

Tratándose de otros actos o contratos, la falta de registro hace que no produzcan efectos contra tercero.

Por último, la falta de registro tratándose de asociaciones civiles, impide que éstas adquieran personalidad moral.

También se establece como principio básico que la inscripción no convalida actos o contratos que sean nulos; pero a la vez se dispone que los actos o contratos que se otorguen o celebren por personas que en el Registro aparezcan con derecho para ello, no se invalidarán en cuanto a terceros de buena fe, una vez inscritos, aunque después se anule o se resuelva el derecho del otorgante en virtud de título anterior no inscrito o de causas que no resulten claramente del mismo registro, no aplicándose con disposición a los contratos gratuitos, ni los actos o contratos que se otorguen o celebren violando una ley prohibitiva o de interés público...

La falta de titulación de una gran parte de la propiedad raíz y los capitales, defectos de que adolecen muchos de los títulos de esa propiedad, dificultan enormemente las transacciones sobre dichos bienes y colocan a los propietarios de hecho, llamémosles así, en una anormal situación jurídica.

Para suplir esa falta de titulación y subsanar los defectos de la existente, se introdujo el registro de las informaciones de dominio y de las inscripciones de posesión.

En el anteproyecto se establece que el que hubiera poseído bienes inmuebles por el tiempo y con las condiciones exigidas para prescribirlos, puede promover juicio contra del que aparezca como propietario de esos bienes en el Registro Público, a fin de que se declare que la prescripción se ha consumado y que ha adquirido, por ende, la propiedad; sirviéndole la sentencia favorable que obtenga a título de propiedad que será inscrita, y que cuando no pueda ejercitar ese derecho por no estar inscrita en el registro la propiedad poseída, puede demostrar ante el juez competente que ha tenido la posesión de que se trata, rindiendo la información respectiva en los términos que establezca el Código de Procedimientos Civiles.

Comprobada debidamente la posesión, el juez declarará que el poseedor se ha convertido en propietario en virtud de la posesión, y tal declaración se tendrá como título de propiedad y será inscrita en el Registro.

También se permitió que el que tenga posesión apta para prescribir de bienes no inscritos en el Registro, a favor de persona alguna, aún antes de que transcurra el tiempo necesario para prescribir, puede registrar su posesión mediante resolución judicial que dicte el juez ante quien la acredite del modo que fije el Código de Procedimientos Civiles, siendo el efecto de la inscripción, tener la posesión inscrita como apta para producir la prescripción, al concluir el plazo de cinco años contados desde que la misma fue inscrita. Transcurrido este plazo sin que en el Registro aparezca algún asiento que contradiga la posesión inscrita, tiene derecho el poseedor, comprobando este hecho mediante la presentación del certificado respectivo, que el juez competente declare que se ha convertido en propietario en virtud de la prescripción, y ordene que se haga en el registro la inscripción de domino correspondiente.

De esta manera procuró la Comisión que quedara subsanada la falta de títulos de propiedad raíz y de los defectos de que muchos de ellos adolecen...».



A su vez, el legislador en su exposición de motivos confirmó el efecto publicitario del registro, al afirmar que los documentos que conforme al Código debieran registrarse, sólo producirán efectos entre quien los otorgue, pero que no podrán producir perjuicios a tercero, el cual sí puede aprovecharlos en lo que le fueren favorables.

El Reglamento se expidió el 21 de junio de 1940 y fue sucedido de otros cuatro, de fechas 17 de enero de 1979; 6 de mayo de 1980; 5 de agosto de 1988 y 24 de noviembre de 2006.

El último reglamento fue abrogado por el artículo 2º transitorio de la Ley Registral para el Distrito Federal, publicada en la GODF el 21 de enero de 2011, en vigor al día siguiente de su publicación.

La LR también ha estado reglamentada por diversos Reglamentos, el primero creado por decreto publicado en GODF del 13 de septiembre de 2011, abrogado por el Reglamento publicado en la GODF el 18 de noviembre de 2015, a su vez abrogado por el Reglamento publicado en la GOCDMX el 1 de octubre de 2018.

Los tres códigos civiles regulan la materia registral con referencia al Registro Público, en tanto éste es el medio para alcanzar el fin de la Institución Registral, por lo tanto, son normas de carácter reglamentario.

La Ley Registral para el Distrito Federal conserva el carácter reglamentario de la Institución Registral, pues en su artículo primero precisa el establecimiento de las disposiciones legales regulatorias del proceso registral, lo que se traduce en una ley adjetiva y no sustantiva.

La regulación de la institución registral, obedece a los efectos atribuidos a la misma por la ley sustantiva. En nuestro derecho la inscripción de los actos en el registro no tiene, como en otras legislaciones, efectos constitutivos ni sanatorios, sino exclusivamente publicitarios. En consecuencia, los derechos se regulan por las leyes sustantivas y su inscripción es consecuencia del mandato legal, como requisito de oponibilidad a cualquier persona ajena a la relación jurídica de la cual emanan.

Por lo tanto, al hablar de la Institución Registral en México, debemos centrar nuestra atención en un procedimiento de carácter administrativo, cuyas normas se rigen por los siguientes principios: Publicidad; Inscripción; Especialidad o determinación; Consentimiento; Tracto Sucesivo; Rogación; Prioridad o prelación; Legalidad; Legitimación y Fe Pública Registral (art. 3000 cc y 12 LR) (5) .

El estudio de estos principios será el punto de partida de nuestro trabajo. La Institución Registral será el tema central, y será analizada de manera integral con la institución del registro público de la propiedad, a través de la cual actúa.

Pero antes de hablar del registro precisemos su concepto. La palabra admite diversas acepciones. El verbo registrar significa en lo que a nuestro estudio interesa: «transcribir o extractar en los libros de un registro público las resoluciones de la autoridad o los actos jurídicos de los particulares; anotar, señalar, matricularse».

A su vez por registro entendemos: a) la acción de registrar, es decir de transcribir, inscribir o extractar en los libros de un registro público las resoluciones de la autoridad o los actos jurídicos de los particulares; b) el propio padrón, matricula o protocolo del registrador en donde se practican los asientos de lo que se registra; c) el lugar u oficina en donde se registra.

En resumen, registro es la oficina, el oficio de inscripción y la acción misma de registrar, es decir, asentar la información en los documentos destinados para dicho efecto.

Cuán árido y abstracto además de ocioso y aburrido resultaría el estudio de la materia registral si la entendemos en tan estricto sentido. Pensar en ella como reguladora de una oficina encargada de actualizar un catálogo de fincas, sin comprender su finalidad y efectos jurídicos, sería tanto como ver sólo la punta de un iceberg.

El registro es el substrato material de la función registral, permite conocer los actos jurídicos en su substancia, a través de los asientos de las inscripciones en los folios correspondientes de las fincas revestidos de fe pública.

El principio de relatividad de los actos jurídicos, convencionales o procesales, plasmado en los artículos 1796 c.c. y 92 cpc, exige una institución jurídica para trascender sus efectos erga ommes. Esta institución es el Registro Público de la Propiedad, a través del principio de publicidad en su dimensión jurídica, es decir, el mandato legal de considerar informado a cualquier sujeto del acto jurídico inscrito, a pesar de no haberse impuesto de los asientos registrales (6) .

Ripert-Boulanger (7)  definen el estudio del derecho registral: «El estudio de la publicidad inmobiliaria comprende el examen de todas las reglas jurídicas que tiene por objeto hacer conocer a los terceros las constituciones, transmisiones y extinciones de derechos sobre los inmuebles, lo mismo que las garantías reales acordadas a ciertos acreedores por la ley o por convención de las partes».

Sistemas registrales

Existen diversos criterios de clasificación de los sistemas registrales. Por su finalidad, los registros pueden ser del estado civil de las personas (registro civil); de personas obligadas a pagar contribuciones (registro federal de contribuyentes); de fincas sobre las cuales se generan contribuciones (catastro) etcétera. En base a este criterio, interesa a nuestro estudio el registro de los actos jurídicos que inciden sobre inmuebles, como medio de brindar seguridad en el tráfico jurídico de los mismos.

En el Registro Público de la Propiedad del Distrito Federal, se inscribe la propiedad (título) de inmuebles (art. 3046 cc) y los títulos (actos) o resoluciones administrativas o judiciales, que inciden sobre los mismos (art. 3042, 3043 cc).

Otro criterio de clasificación es por la manera de llevar el registro: en libros, en folios, en índices. Por personas o por fincas.

Por la forma de realizar el registro tenemos: el sistema de inscripción, el de transcripción y el de incorporación o archivo. En el primero se realiza un extracto del acto inscribible en base al sujeto, el objeto y el acto. En el de transcripción se asienta el texto íntegro del documento en el que consta el título y en el de incorporación o archivo un tanto del documento presentado para su inscripción se conserva en el registro, y se anota en un índice de las fincas matriculadas con referencia a los datos de localización del archivo del documento correspondiente.

Planiol-Ripert (8)  en relación con la diferencia entre la inscripción y la transcripción dicen:


«La única diferencia entre la inscripción de las hipotecas y la transcripción de los actos traslativos, es que el volante de transcripción reproduce íntegramente el tenor del acto, mientras que el volante de inscripción sólo los extracta y menciona solamente aquellas cláusulas del acto cuyo conocimiento a los terceros interesa...transcripción e inscripción son sólo modos de publicidad y no constituyen en sentido alguno una garantía de la validez del acto; la ley no confiere ninguna investidura al que hace público su título, y solamente le permite oponerlo a los terceros pero a condición de que el acto sea válido en sí mismo...».

Finalmente, por los efectos de su incorporación al registro, los sistemas pueden ser declarativos o de publicidad, sustantivos o constitutivos y convalidantes del acto jurídico.

Los sistemas declarativos o de publicidad, se establecen bajo el presupuesto de existencia del acto jurídico a inscribir. El acto se celebra por las partes, es válido y eficaz entre ellas y se declara al registro para publicarlo, con la finalidad de hacerlo oponible, es decir, parar perjuicio a cualquier persona ajena a la relación contractual con derechos inscribibles sobre la misma finca.

El sistema constitutivo requiere la existencia del acto jurídico, éste se celebra entre los contratantes y sus efectos se producen una vez inscrito en el registro. En tanto el acto jurídico existe con independencia de su inscripción, sus efectos están suspendidos y sólo se actualizan al momento de su inscripción.

El sistema convalidante se funda en la calificación del registrador y el valor del título. También requiere la existencia de este último, pero es sometido a riguroso examen por parte de diversos funcionarios públicos, quienes constatan la existencia e identidad de la finca y la legitimidad del título y concluye con la declaración de validez y su inscripción. Una vez inscrito, el propio Estado emite un certificado de propiedad inatacable por regla general. La inscripción purga los vicios del acto, lo convalida y es el Estado quien debe indemnizar por cualquier defecto del título.



La exposición de motivos de los diversos códigos y en especial del último, adoptado como código local del Distrito Federal con diversas modificaciones, conserva el carácter declarativo del registro. Por lo tanto, el acto jurídico existe con independencia del registro y produce plenos efectos jurídicos entre quienes lo celebran, más con relación a terceros es necesaria su publicidad para hacerlos efectivos en su perjuicio. Si la publicidad se realiza a través del registro, produce plenos efectos erga omnes, pero no es la única forma de hacer oponible el acto jurídico a terceras personas, atentas las diversas tesis dictadas por nuestros tribunales.

La información del acto a determinada persona, produce el mismo efecto de la publicidad registral, pero no todas las consecuencias derivadas de este principio. Veremos en el caso concreto al estudiarlo, las consecuencias derivadas de la inscripción del acto jurídico en el registro, entre otras, la apariencia jurídica y diversas presunciones legales importantes, ausentes por la simple notificación del acto por medio diverso del registro.






	 (1) 

	«Legislación Federal Complementaria del Derecho Civil Mexicano», de la colección formada por los alumnos de la Escuela Nacional de Jurisprudencia de México, Tipografía Artística, México, 1897, pág. LI.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Art. 1894.- «Los notarios ante quienes se otorguen escrituras en que se constituya hipoteca, deberán comenzarlas con inserción del certificado ó certificados del encargado del registro, en que consten los gravámenes anteriores ó la libertad de la finca, aun cuando los interesados renunciaren este requisito. Los certificados del registro deberán comprender por lo menos los veinte años anteriores a la fecha de la constitución de la hipoteca».


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Art. 1889.- «La hipoteca no producirá efecto alguno legal sino desde la fecha y hora en que fuere debidamente registrada».


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Art. 1906.- «No podrá inscribirse en el Registro ninguna escritura que carezca de alguno o de algunos de los requisitos establecidos en los artículos 1894 y 1899 de este Código...».


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Por principio debemos entender el origen de una cosa: «En sentido Jurídico son los pensamientos directivos que sirven de base o fundamento a la organización legal de un determinado derecho positivo», Diccionario de Derecho Privado, Labor, Barcelona, 3ª reimpresión, 1967.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	«Art. 1796.- Los contratos se perfeccionan por el mero consentimiento, excepto aquellos que deben revestir una forma establecida por la Ley. Desde que se perfeccionan obligan a los contratantes no sólo al cumplimiento de lo expresamente pactado, sino también a las consecuencias que, según su naturaleza son conforme a la buena fe, al uso o a la ley,....». Art. 92.- La sentencia firme produce acción y excepción contra los que litigaron y contra terceros llamados legalmente al juicio. Art. 3007 cc.- «Los documentos que conforme a las Leyes sean registrables y no se registren, sólo producirán efectos entre las partes y no en perjuicio de tercero». A contrario sensu: Los actos registrables, producirán efectos en perjuicio de terceros por el simple hecho de estar inscritos).
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	Georges Ripert, Jean Boulanger, Tratado de Derecho Civil, La Ley, Buenos Aires, Tomo VII, pág.97.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	«Tratado Práctico de Derecho Civil Francés», Marcelo Planiol y Jorge Ripert, Tomo XII, Primera parte, versión facsimilar publicada de manera conjunta por el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, pág. 644.
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Capítulo II Publicidad


 2.1.  Principio de publicidad

Hemos anticipado los motivos del legislador en la regulación de la institución registral. Evitar los abusos de los propietarios de inmuebles que callan las cargas, gravámenes y condiciones de sus propiedades, en perjuicio de los adquirentes de buena fe.

El sistema legal del registro de la propiedad inmueble, descansa sobre el principio de la publicidad de los actos que inciden sobre la misma, permitiendo conocer la situación que guardan las fincas y los derechos reales y gravámenes constituidos sobre éstas.

En la exposición de motivos de la Ley Hipotecaria Española, antecedente de nuestra legislación, la Comisión redactora al referirse al concepto de publicidad establece: «Consiste ésta en que desaparezcan las hipotecas ocultas; en que no pueda perjudicar al contrayente de buena fe ninguna carga que gravite sobre la propiedad si no se haya inscrita en el Registro; en que quien tenga derechos que haya descuidado inscribir, no perjudique por una falta que a él solo es imputable, al que sin haberla cometido, ni podido conocer, adquiera la finca gravada o la reciba como hipoteca en garantía de lo que se le debe; en que el registro de las hipotecas, se franqueen a todo el que quiera admitir un inmueble, prestar sobre él, comprobar derechos que puedan corresponderle, y, para decirlo de una vez, al que tenga un interés legítimo en conocer el estado de la propiedad y sus gravámenes» (1) .

La publicidad en su exacta dimensión, es la manera de informar a toda persona interesada en la situación que guarda una finca, el derecho de propiedad y los gravámenes y condiciones sobre la misma.

Se actualiza mediante su incorporación en el Registro Público de la Propiedad, a través del procedimiento de inmatriculación, y la inscripción de los actos jurídicos y situaciones que inciden sobre la misma, y el derecho conferido a toda persona con o sin interés jurídico, de conocer los asientos registrales y obtener de la citada dependencia las certificaciones correspondientes. (Art. 3001 c.c.).

El artículo 12 LR, define el principio de publicidad: «Es el principio y función básica del Registro que consiste en revelar la situación jurídica de los bienes y derechos registrados, a través de sus respectivos asientos y mediante la expedición de certificaciones y copias de dichos asientos, permitiendo conocer las constancias registrales».

El principio de publicidad es el elemento característico de nuestro sistema registral. Es la función esencial de la institución registral en México. Es la razón de ser del Registro Público de la Propiedad, brindar seguridad jurídica en el tráfico inmobiliario, al permitir conocer la situación de los inmuebles y garantizar a los titulares de derechos reales o gravámenes constituidos sobre los mismos la eficacia de su derecho, haciéndolo oponible en perjuicio de terceros.

2.2.  Presupuesto de la publicidad

La inscripción de los actos cuyos efectos ante tercero están supeditados a su registro, constituye el presupuesto de la publicidad. Como la inscripción es un principio registral, será objeto de estudio de manera separada. Permite oponer los derechos inscritos a cualquier persona, con independencia de que aquél a quien afectan se haya impuesto de los asientos registrales.

Es ésta una de las diferencias esenciales entre la publicidad extra registral y la registral. En la primera, el sujeto debe quedar efectivamente informado y será necesario acreditarlo. En el caso de la publicidad registral, la sola inscripción del acto produce plenos efectos de publicidad, y reviste al acto jurídico registrado de todas las consecuencias legales emanadas de la inscripción, porque el sistema registral permite conocerlo no obstante no se conozca.





	 (1) 

	Comentarios a la Legislación Hipotecaria, op. cit., Tomo I, pág. 207.
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Capítulo III Efectos de la publicidad registral


 3.1.  Hecho notorio

La inscripción en el Registro Público de la Propiedad se caracteriza por producir efectos jurídicos. Es ésta la más importante cualidad del registro y el objeto de nuestro estudio.

El Registro como institución tiene por finalidad la inscripción de los títulos que inciden sobre la propiedad inmueble, entendidos como la causa generadora del derecho. Estos títulos deben su origen a cualquiera de las formas de adquisición establecidas en la ley, sea por ocupación, mediante la aprehensión de la cosa, prescripción positiva mediante la posesión con los requisitos exigidos por la ley (pública, pacífica, continua, en concepto de dueño y por el plazo de 5 años si la posesión es de buena fe o 10 si no lo es), por la voluntad del testador o de las partes y a título particular, en los testamentos mediante legado o por convención de las partes en los contratos, o a título universal por herencia, y finalmente por adjudicación judicial.

El acto o contrato debe cumplir con los elementos de existencia y de validez como requisito de inscripción. Estos serán materia de estudio mediante la calificación extrínseca a cargo del registrador y satisfechos procederá su registro.

Como hemos precisado, la Institución Registral en el Distrito Federal tiene efectos declarativos. La inscripción del acto o contrato en el registro no es constitutiva ni convalida sus defectos, por lo tanto, tampoco blinda su inexistencia, nulidad o anulabilidad.

Este principio está consagrado en el artículo 3008 cc que establece: «La inscripción de los actos o contratos en el Registro Público tiene efectos declarativos, por lo tanto no convalida los actos o contratos que sean nulos con arreglo a las leyes, ni protege los derechos inscritos cuya causa de nulidad resulte claramente del mismo registro».

La norma transcrita en su enunciado principal, establece la naturaleza jurídica de la institución registral en el Distrito Federal: «La inscripción de los actos o contratos en el Registro Público tiene efectos declarativos,...».

A continuación, precisa su consecuencia: «...por lo tanto no convalida los actos o contratos que sean nulos con arreglo a las leyes, ni protege los derechos inscritos cuya causa de nulidad resulte claramente del mismo registro».

El enunciado principal es el contenido del artículo 3008 ccf.

Los códigos de 1870 y 1884 no contemplaban esta disposición. Sin embargo sus efectos eran también declarativos, de acuerdo con las disposiciones contenidas en los artículos 3332 y 3193 los cuales concedían como el artículo 3007 del código actual pleno valor al acto jurídico celebrado de manera extra registral, excluyendo con ello el carácter constitutivo del registro, y establecían la finalidad de la inscripción, al condicionar a su registro, la trascendencia de los efectos jurídicos del acto inscribible sólo por lo que hace a los perjuicios en contra de terceros.

Este principio se confirma con la excepción contenida en los códigos de 1870 y 1884 en sus artículos 2016 y 1889 respectivamente que establecían: «La hipoteca no producirá efecto alguno legal sino desde la fecha y hora en que fuere debidamente registrada». En este sentido, el registro tampoco es constitutivo pero condiciona los efectos del mismo aún entre las partes.

Por lo tanto, si el acto o contrato adolece de los requisitos de existencia o validez, su nulidad afecta el derecho de cualquier adquirente posterior, quien no podrá valerse de su inscripción en el registro para convalidar su título.

Su título adolece del mismo vicio que el de su transferente. Anulado el primero, el segundo seguirá la misma suerte.

La Comisión Revisora del proyecto del cc, de manera clara expone las razones por las cuales prescindió de la sustantividad del registro:


«La Comisión muy a su pesar tuvo que prescindir de la sustantividad del Registro que había implantado en el Proyecto, volviendo a la doctrina del Código de que el Registro sólo produce efectos contra tercero.

La falta de Catastros Jurídicos; lo defectuoso de los Catastros fiscales; la imperfecta titulación de una gran parte de la propiedad; el hecho de que los registradores sean empleados puramente administrativos sin carácter judicial alguno y otras muchas causas que sería prolijo enumerar, hacen que por ahora no sea posible el implantar el Registro con sus efectos sustantivos, por más que esto sea un desiderátum al que quizá se llegue más tarde.

Se estableció que los documentos que conforme a este Código debieran registrarse y no se registren, sólo producirán efectos entre quien los otorgue; pero que no podrán producir perjuicios a tercero, el cual sí puede aprovecharlos en lo que le fueren favorables».

Esta disposición encuentra su origen en el artículo 33 de la Ley Hipotecaria Española de 1861 que establecía: «La inscripción no convalida los actos o contratos que sean nulos con arreglo a las leyes».



Sin embargo, el legislador ilustrado en la misma Ley Hipotecaria Española (1861) y los principios inspiradores de la institución registral, plasmó la protección de los derechos adquiridos por terceros de quienes aparecen como titulares del derecho objeto de la transmisión, estableciendo la excepción a la disposición comentada contenida en el artículo 3008 cc.

La disposición hispana reza: «Art. 34. No obstante lo declarado en el artículo anterior, los actos que se ejecuten o los contratos que se otorguen por persona que en el Registro aparezca con derecho para ello, una vez inscritos, no se invalidarán en cuanto a los que con ella hubiesen contratado por título oneroso, aunque después se anule o resuelva el derecho del otorgante en virtud de título anterior no inscrito o de causas que no resulten claramente del mismo Registro…».

Al tratar el efecto de la apariencia jurídica retomaremos el tema anunciado en los dos párrafos precedentes.

Hecho Notorio.

Informamos la seguridad jurídica del tráfico inmobiliario como causa, razón y motivo de la institución registral. El respeto al derecho subjetivo solo es posible cuando se conoce. Sin embargo cuando no se respeta, es necesaria la intervención del Estado para dar a su titular lo que le es negado, tutelar su derecho.

La legitimación en la causa de pedir (legitimación ad causam) es presupuesto indispensable en el ejercicio del derecho adjetivo, presupone la titularidad del derecho, desconocido por el tercero, a quien se vincula en el proceso con la finalidad de someterlo coercitivamente a respetarlo.

Si la titularidad del derecho resulta indispensable para legitimar al actor en el proceso, el éxito de su pretensión será resultado de su acreditación en el juicio a través de las pruebas idóneas.

En materia de derechos reales, la inscripción registral produce la publicidad del acto necesaria para hacerlo oponible a terceros y como consecuencia, extender sus efectos jurídicos en la esfera patrimonial ajena.

El conocimiento del acto jurídico inscrito, constituye un hecho notorio, relevando al titular del derecho inscrito de la carga de la prueba de la información que el tercero tuvo de su derecho y por lo tanto el deber jurídico de respetarlo, o someterse a sus consecuencias.

En el proceso la carga de la prueba de los hechos constitutivos de las pretensiones de las partes, las obliga a aportar y desahogar elementos de convicción al juzgador quien debe analizarlos y valorarlos de acuerdo con la ley atendiendo a las reglas de la lógica y la experiencia (1) .

Sin embargo, los hechos notorios no necesitan ser probados y el juez puede invocarlos, aunque no hayan sido alegados por las partes (art. 286 cpc).

Desde luego el hecho notorio no lo constituye el derecho inscrito, sino el conocimiento que del mismo tuvo el tercero a quien perjudica. El asiento registral deberá acreditarse en el proceso mediante las certificaciones registrales idóneas y su valor probatorio produce la consecuencia precisada.

De acuerdo con el Diccionario Jurídico Mexicano, «la notoriedad de un hecho dentro de un determinado ámbito social, no significa conocimiento efectivo del mismo de parte de todos aquellos que integran ese sector y ni siquiera conocimiento efectivo del mismo de parte de la mayoría de aquéllos. No es el conocimiento efectivo lo que produce la notoriedad, sino la normalidad de este conocimiento en el tipo medio del hombre perteneciente a un determinado sector social y dotado por ello de cierta cultura...ese conocimiento o esa posibilidad de conocimiento no deriva de una relación individual con los hechos en el momento en que se producen o se han producido, sino sólo del hecho de pertenecer al grupo social en que tales hechos son notorios».

Lo anterior traducido a la materia registral, consiste en considerar hecho notorio para todo aquél que adquiere un derecho inscribible sobre un inmueble, la situación jurídica del mismo.

El ejemplo más claro de este efecto jurídico, es la disposición contenida en el artículo 3010 cc en su tercer párrafo, por virtud de la cual, el juzgador deberá desafectar los bienes sujetos al juicio, en el momento en que se acredite la titularidad registral de los mismos, a favor de personas extrañas al proceso (2) .

En este sentido resulta interesante la tesis aislada sostenida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, correspondiente al mes de noviembre de 2013, página 1373, cuya voz reza: PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU CONTENIDO ES UN HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER VALORADO EN UNA DECISIÓN JUDICIAL.

No obstante la tesis se refiere a las páginas electrónicas y no a los asientos ni a la legitimación y publicidad registrales, resulta interesante la valoración en torno al hecho notorio.

En su parte medular, la tesis afirma: «De ahí que, si bien no es posible afirmar que esa información se encuentra al alcance de todos los sectores de la sociedad, lo cierto es que sí es posible determinar si por el tipo de datos un hecho forma parte de la cultura normal de un sector de la sociedad y pueda ser considerado como notorio por el juzgador y, consecuentemente, valorado en una decisión judicial, por tratarse de un dato u opinión común indiscutible, no por el número de personas que conocen ese hecho, sino por la notoriedad, accesibilidad, aceptación e imparcialidad de este conocimiento».

Importado a la materia en estudio, la legitimación registral de los derechos y gravámenes reales, constituyen hechos notorios en atención a la publicidad registral, que deben formar parte de la cultura normal de cualquier persona, cuando va a celebrar un acto jurídico sobre un inmueble y por lo tanto, es considerado notorio por el juzgador el conocimiento de la situación jurídica de la finca objeto del acto.

3.2.  Oponibilidad

Un segundo efecto jurídico de la publicidad registral es, como lo hemos venido reiterando, superar el principio de relatividad del acto jurídico contractual y procesal, vinculado con un inmueble, trascendiendo sus efectos en perjuicio de cualquier otro sujeto que adquiera un derecho relacionado con el mismo.

La publicidad del acto deriva de su inscripción en el Registro Público de la Propiedad. Produce la convicción legal de encontrarse informada cualquier persona a quien deba parar perjuicio el acto o contrato.

La interpretación a contrario sensu del artículo 3007, establece que los documentos que conforme a las Leyes sean registrables y se registren, producirán efectos en perjuicio de terceros. Este efecto constituye un hecho notorio.

Es el principio rector de la institución registral. Es su causa y razón de existir. Permite brindar seguridad jurídica en el tráfico inmobiliario y en la titularidad de derechos reales.

La posibilidad de conocer el estado jurídico de un inmueble, salvaguarda a cualquier adquirente posterior de posibles fraudes, al evitar adquirir el dominio no disponible del mismo, o gravado con derechos reales o personales a favor de terceros.

La oposición del derecho inscrito encuentra fundamento en la legalidad del asiento respectivo a través de la calificación del registrador, y por virtud de ella, se presume la existencia del derecho inscrito, su pertenencia al titular registral en los términos y con la amplitud precisadas en el asiento registral y si es de dominio permite presumir que su propietario se encuentra en posesión de la finca.

La oposición se encuentra íntimamente ligada con el principio de prelación, el cual será objeto de estudio de manera individual, baste por el momento indicar que éste se determina por la fecha de entrada del documento al registro para su inscripción o anotación.

¿Pero en qué consiste la oponibilidad del derecho inscrito?

La oponibilidad implica, trascender los efectos jurídicos del acto inscrito a cualquier persona que pretenda adquirir un derecho incompatible o, que no pueda coexistir con el del titular registral.

Es el caso del derecho de propiedad. No es posible considerar a dos titulares de la propiedad de un inmueble de manera simultánea, con excepción desde luego de la copropiedad.

Por lo tanto, no será posible la inscripción del título del comprador cuando su causante no aparezca como titular registral. Si de manera previa su vendedor ha enajenado la finca o incluso, con posterioridad, pero el título del comprador se ha inscrito con anterioridad, esta enajenación para perjuicio al primer comprador, quien no podrá hacer valer su derecho frente al segundo adquirente de la misma.

Si el titular de un derecho real constituido sobre la finca ha sido diligente y lo ha inscrito, cualquier adquirente posterior habrá de respetar y soportar las cargas constituidas sobre la misma.

Sin embargo, si cualquiera de estos derechos reales sobre el inmueble no ha sido inscrito oportunamente y el adquirente inscribe su derecho, no podrán pararle perjuicio limitando o gravando el dominio adquirido sobre la finca.

3.3.  Legitimación

3.3.1.  Apariencia Jurídica

Hablar de legitimación registral obliga el estudio previo de la apariencia jurídica, por ser su base y fundamento.

Apariencia es la relación entre el ser y el parecer ser. Cuando el acto jurídico se presenta (aparece) como es, no merece ningún comentario. Sin embargo cuando de éste se deriva un parecer ser, es decir una apariencia no concordante con la realidad, merece nuestra atención.

La apariencia ha sido estudiada por la filosofía como un punto de partida del conocimiento. De acuerdo con el Diccionario de Filosofía de Incola Abbagnano (Fondo de Cultura Económica, Tercera Reimpresión 2001) la apariencia ha tenido en la historia de la filosofía dos significados simétricamente opuestos: uno como ocultamiento de la verdad y el otro como manifestación o revelación de la realidad misma. En el primer caso hay una divergencia total entre la apariencia y la verdad. Lo que se muestra a los sentidos no es lo que permanece oculto detrás de éstos. La verdad está velada (pág. 83).

En consecuencia, Aristóteles afirma que la apariencia no es garantía de verdad y solamente el juicio intelectual acerca de ella puede verificarla o impugnarla. Por lo tanto, ésta constituye el punto de partida de la investigación científica (pág. 84).

Locke observaba que «si nuestros sentidos se viesen alterados y fuesen más agudos y despiertos de lo que son, las apariencias y el trazo de las cosas tendrían un aspecto muy diferente para nosotros; ... que no convendría a nuestro ser, o por lo menos, a nuestro bienestar en esta parte del universo en que habitamos» (pág. 85).

«La inscripción de los actos o contratos en el Registro Público tiene efectos declarativos», dice el artículo 3008 cc. Esta afirmación del legislador obedece a la naturaleza de nuestro registro. Los efectos jurídicos de las inscripciones, están dirigidos a causar perjuicio a cualquier titular de un derecho inscribible, sobre la misma finca, y cuya naturaleza se opone a aquél previamente registrado.

El acto jurídico nace fuera del registro, por voluntad de las partes o declaración judicial. Su inscripción, tiene por exclusivo objeto hacerlo público, con todas las consecuencias jurídicas que acompañan la publicidad registral, no es por lo tanto, constitutivo.

La inscripción, tampoco tiene efectos convalidatorios del acto o contrato inscrito, cuando éste es nulo, anulable o rescindible de acuerdo con las leyes que lo regulan. Por lo tanto, si el acto adolece de algún requisito esencial o de validez, cualquier interesado puede demandar la declaración judicial correspondiente y como consecuencia, la extinción por cancelación de la inscripción registral (3067, 3068 C.C. 70 LR). Tampoco protege los derechos inscritos cuya causa de nulidad resulte claramente del propio registro (art. 3008 c.c.).

La apariencia jurídica registral deriva del principio de fe pública registral, precedido del principio de legalidad, según los cuales el registrador está obligado a realizar un examen minucioso de los requisitos de existencia y validez del acto jurídico y de la capacidad y personalidad de quienes lo celebran, con anterioridad a su inscripción, confiriéndole la autoridad de exactitud y apego a las normas legales aplicables al caso. La presunción de existencia del derecho registrado y pertenencia a su titular en la forma expresada en su inscripción o anotación producen el principio de legitimación y la veracidad de lo anterior se desprende de la fe pública registral, en base a la cual los asientos registrales producen plena convicción por ser acordes con la realidad jurídica y por lo tanto producen pleno valor probatorio (art 12 fracciones VIII, IX y X LR).

La apariencia jurídica se produce cuando se cumplen diversos requisitos legales. Se funda en una manifestación de la ley y por lo tanto con efectos expresamente regulados en la misma.

Aplicada a la materia registral, es el fundamento de la protección al adquirente de un derecho real, quien actúa en consecuencia con los principios rectores de la materia, según los cuales el derecho inscrito fue adquirido legítimamente; pertenece a quien aparece en la inscripción del registro como titular del mismo; tiene la extensión y condiciones precisadas en la inscripción y los asientos del registro se presumen acordes con la realidad y producen convicción plena. En consecuencia, el titular del derecho está autorizado legalmente para transmitirlo.

Por lo tanto, quien actúa en base a estos principios y adquiere el derecho registrado de quien conforme a la ley está facultado para transmitirlo, queda protegido ante cualquier otro adquirente anterior que no inscribió su derecho. Es decir, esta protección encuentra su fundamento en el juego de prioridad entre diversos títulos inscribibles. El primero inscrito prevalece ante cualquier otro que se le oponga o sea incompatible con él.

Por lo tanto, la eficacia de la apariencia jurídica está supeditada al cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley. Como ésta deriva de la publicidad, el primero de los requisitos y desde luego derivativo de todos los demás, es la titularidad registral.

Es titular registral, la persona a quien de acuerdo con las inscripciones de la institución, pertenece el derecho real inscrito (3010 cc).

La inscripción como de manera reiterada hemos tratado, produce los siguientes efectos:


	
a)  De acuerdo con el principio de fe pública registral, lo inscrito goza de la presunción legal de autenticidad, veracidad, legalidad y exactitud (3010 cc).

	
b)  La extinción por cancelación, fundada en la nulidad del asiento, no perjudica el derecho adquirido con anterioridad por un tercero, protegido con arreglo al artículo 3009 cc (3068 cc).

	
c)  Conforme al principio de legitimación, el derecho registrado, existe.

	
d)  El derecho registrado, pertenece a la persona que aparece como su titular en la inscripción y en la forma expresada en el asiento respectivo.

	
e)  El titular del derecho inscrito, puede disponer de él en los términos y con las limitaciones o condiciones establecidas en los asientos registrales.



Por lo tanto, quien adquiere el derecho real inscrito de quien aparece como su titular en el registro, actúa con pleno conocimiento de contratar con la persona legitimada para disponer del mismo y, si esta situación no es concordante con la realidad por haber enajenado o gravado su derecho, dichos actos no le son oponibles, es decir no le paran perjuicio alguno, al no encontrarse inscritos o anotados en el registro.

El adquirente se basa en una manifestación jurídica sólida, en la creencia absoluta de que la misma encuentra fundamento en las disposiciones legales aplicables al caso. Por lo tanto, su adquisición es protegida legalmente no obstante la imposibilidad de su transferente de disponer de un bien ajeno a su patrimonio.

Estamos en presencia de la titularidad aparente. En el registro aparece formalmente un titular del derecho, quien por haberlo enajenado ya no es materialmente propietario del mismo. Hay una apariencia de legalidad cuando en realidad no existe.

Esta titularidad aparente es, de acuerdo con la mayoría de la doctrina, el fundamento de la legitimación extraordinaria, mediante la cual, quien no es titular de un derecho está autorizado para transmitirlo con plena validez.

El principio de legitimación para contratar está consagrado en el artículo 1801 cc, «nadie puede contratar a nombre de otro sin estar autorizado por él o por la ley». En base a esta disposición, sólo el titular del patrimonio puede contratar sobre el mismo.

La autorización para permitir la disposición en el patrimonio ajeno, se produce por la ley a través de la representación legal en favor de los menores e incapaces y las personas morales, y por voluntad de su titular mediante el poder.

Por lo tanto, la legitimación no debe confundirse con la facultad legal de disponer de un derecho ajeno o de contratar en nombre propio con efectos en un patrimonio ajeno. La legitimación es el acto de legitimar. Legitimar a su vez es convertir en legitimo aquello que no lo es.

La legitimación registral, no debe confundirse con la autorización al titular registral de disponer legalmente de lo que ya no es suyo. Ésta encuentra su origen en la apariencia jurídica a que nos hemos referido. De ninguna manera faculta al titular registral para disponer legalmente de un derecho ajeno a su patrimonio. Opera exclusivamente a favor del adquirente, a título oneroso y de buena fe, que ha inscrito su derecho con antelación a cualquier otro que se le contraponga por ser contradictorio o incompatible.

Por lo tanto, no legitima el acto realizado por el titular registral. De ninguna manera puede concluirse haberlo realizado conforme a derecho. El acto trasgrede las disposiciones legales aplicables a los actos traslativos del dominio y de los demás derechos reales. Sin embargo, en relación con el adquirente el acto produce sus efectos y su adquisición está tutelada por la ley, inmune a la nulidad, rescisión, resolución, revocación o carencia del derecho del titular registral de quien lo adquirió.

El acto de disposición del derecho inscrito y por lo tanto formalmente propiedad del titular registral y materialmente ajeno por haber dispuesto de él sin que conste la inscripción del acto, sigue siendo nulo, pero la ley permite que produzca efectos en protección del tercero adquirente.

El artículo 8 cc establece por norma general la nulidad de los actos ejecutados contra el tenor de las leyes prohibitivas o de interés público y de manera clara establece la excepción en los casos en que la ley ordene lo contrario. Este es el caso del artículo 3009 cc. acorde con la finalidad de la Institución Registral y sus principios.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación de manera indirecta, establece el fundamento de la apariencia jurídica a través de los principios de publicidad, legitimación y fe pública registral según los hemos expuesto, al pronunciarse sobre la protección del tercero de buena fe registral en la siguiente tesis:

Época: Décima Época

Registro: 2002086

Instancia: Primera Sala

Tipo de Tesis: Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2

Materia(s): Civil

Tesis: 1a. CLIII/2012 (10a.)

Página: 1216

TERCERO DE BUENA FE REGISTRAL.

El Registro Público de la Propiedad Inmobiliaria tiene por objeto dar estabilidad y seguridad jurídica al derecho de propiedad sobre bienes inmuebles. Su función es dar a conocer la verdadera situación jurídica de un inmueble, tanto respecto del derecho de propiedad, como respecto de las cargas o derechos reales que pueda reportar el inmueble, con la finalidad de impedir fraudes en las enajenaciones y gravámenes sobre inmuebles. Lo anterior se logra mediante el cumplimiento de diversos principios registrales, como el principio de publicidad registral, que tiene por objeto dar publicidad a sus inscripciones, para que cualquier persona que consulte sus registros pueda tener la certeza de la situación de los inmuebles que están inscritos, así como los principios de legitimación y de fe pública registral, los cuales otorgan una presunción iuris tantum de veracidad a las inscripciones, que se mantiene hasta que se pruebe su discordancia con la realidad; pero si se trata de actos que afectan a terceros de buena fe, la presunción deja de admitir prueba en contrario, en cumplimiento a la finalidad de seguridad jurídica que persigue la institución. Dichos principios tienen por objeto asegurar que el comprador de un bien inmueble lo adquiera de quien tiene el legítimo derecho, con la finalidad de que el asiento registral se repute verdadero y sea oponible a terceros, aun cuando a la postre resultara no serlo. Las inscripciones inmobiliarias gozan de una presunción de veracidad, la cual beneficia a los terceros de buena fe. En consecuencia, cuando un tercero adquiere de buena fe, a título oneroso, un bien inmueble de quien aparece como propietario en el Registro Público de la Propiedad, si del propio registro no se desprende alguna causa de nulidad de las inscripciones, debe darse validez a la adquisición realizada por el tercero de buena fe, la cual debe prevalecer sobre cualquier otra que no derive del propio registro.

Contradicción de tesis 493/2011. Suscitada entre los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos del Trigésimo Circuito. 11 de abril de 2012. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras. Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia, ya que no resuelve el tema de la contradicción planteada.

3.3.2.  Tercero Registral

La norma en comento protege el derecho del «tercero». Por lo tanto es importante definir el concepto para efectos registrales.

Tercero Registral no es cualquier persona ajena al contrato o acto inscrito. En materia de contratos, es parte todo aquél cuyo consentimiento es necesario para su conformación. En materia registral y en el caso específico en estudio, el tercero también es ajeno al acto o contrato inscrito, pero además debe reunir los requisitos establecidos en el artículo 3009 cc para merecer la protección tutelada en la citada norma.

Por lo tanto, tercero para efectos registrales de acuerdo con la norma en comento, es el adquirente del derecho real inscrito en el Registro Público de la Propiedad, de quien en él aparece como su titular, siempre que actúe de buena fe, a título oneroso y mediante un acto válido, es decir no contrario a disposiciones prohibitivas o de orden público y haya registrado su derecho con antelación de cualquier otro que se le oponga por ser contradictorio o incompatible.

Si el acto se realiza a título gratuito, el adquirente goza sólo de la misma protección que su causante o transferente.

La Corte ha precisado los requisitos del tercero de buena fe registral en la siguiente tesis:

Época: Décima Época

Registro: 2005465

Instancia: Primera Sala

Tipo de Tesis: Aislada

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I

Materia(s): Civil

Tesis: 1a. XX/2014 (10a.)

Página: 689

TERCERO DE BUENA FE REGISTRAL. ESTE CONCEPTO, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 2885 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE GUERRERO, DEBE INTERPRETARSE Y APLICARSE RESTRICTIVAMENTE.

El citado precepto, al prever que la sociedad conyugal no surtirá efectos contra «terceros de buena fe», si no constare inscrita en el Registro Público, otorga una protección excepcional, ya que tiene como consecuencia que se prive a una persona de un derecho real -incluido el de propiedad- sobre un inmueble, adquirido con anterioridad a la fecha en que el tercero adquirió el suyo, en beneficio del derecho real adquirido por el tercero, que es posterior, por lo que es de suma importancia delimitar a quién debe considerarse como tercero de buena fe, así como interpretar y aplicar restrictivamente el concepto, de forma que no se aplique la excepción a «cualquier tercero», ya que ello produciría un efecto contrario al perseguido por el legislador: debilitar la seguridad jurídica en el derecho de propiedad inmobiliario, al otorgarse una herramienta al titular registral para desposeer y privar de los derechos reales adquiridos a su cónyuge o a cualquier otra persona a quien le hayan transmitido previamente derechos reales sobre el inmueble de que se trate, en beneficio de alguna otra persona o propio, a título gratuito. Por ello, sólo puede tener el carácter de «tercero de buena fe registral» quien: a) adquiera un derecho real sobre el inmueble de que se trate de quien aparece como titular registral, por virtud de un acto jurídico que se presuma válido o de una resolución judicial; b) inscriba en el Registro Público de la Propiedad a su favor el derecho real adquirido; c) adquiera a título oneroso, entendiendo por tal, que debe existir una proporción razonable entre el valor de la cosa y el precio o contraprestación pagado por ella; y, d) desconozca los vicios del título del vendedor y éstos no se desprendan claramente del propio Registro Público de la Propiedad.

Amparo directo en revisión 2281/2012. Rosa Alba Solano Neri. 20 de marzo de 2013. Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho a formular voto concurrente. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 07 de febrero de 2014 a las 11:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

3.3.3.  Consentimiento del acto o contrato

La norma exige la actuación del titular registral en el acto o contrato de disposición de su derecho. Los actos de disposición pueden consistir en el gravamen o enajenación del derecho real inscrito.

La norma establece: «...los actos o contratos que se otorguen o celebren por personas que en el Registro aparezcan con derecho para ello, ...». La literalidad obliga concluir la disposición del titular del derecho inscrito como requisito de la adquisición del mismo a favor del tercero.

Nos preguntaremos si existe otra manera de disponer del derecho inscrito, si de acuerdo con los principios registrales se requiere el consentimiento del titular para transmitirlo.

Ante la rebeldía del titular registral, su consentimiento puede sustituirse por resolución judicial en acciones pro forma, adjudicaciones judiciales, acción negatoria, confesoria, hipotecaria etcétera. En estos casos, el consentimiento del titular registral es sustituido por la actuación del juez, con lo cual se actualiza el supuesto normativo.

No sucede lo propio con el embargo o la anotación de la demanda con la finalidad de vincular el inmueble al juicio, porque en estos casos no se adquiere el derecho inscrito, sólo se sujeta el inmueble a las resultas del procedimiento, no se trata de una inscripción sino de una anotación preventiva.

3.3.4.  Buena Fe

La buena fe es la creencia absoluta de la verdad jurídica derivada de la apariencia registral. Implica el desconocimiento de cualquier acto contrario a la misma.

Si el contrato lo celebra el tercero a sabiendas de la falta de titularidad del derecho de su transferente, la apariencia jurídica carece de sustento. La legitimación registral se desvanece ante el conocimiento de su inexactitud, sin necesidad de obtener la previa nulidad o cancelación de los atestados registrales.

Sirva el siguiente ejemplo para explicar lo anterior:

El acreedor hipotecario, en ejercicio de su acción de cobro demanda la ejecución de la garantía en el juicio especial correspondiente. El deudor acude a juicio y aduce diversas defensas las cuales son desestimadas en la sentencia definitiva y es condenado al pago de las prestaciones reclamadas y apercibido de la ejecución de la garantía en caso de no hacerlo en el plazo conferido.

Transcurrido el plazo concedido en la sentencia, el deudor se abstiene de pagar su condena y el acreedor inicia el procedimiento de ejecución, exhibiendo al juez certificado de gravámenes expedido por el director del Registro Público de la Propiedad, el cual informa la hipoteca en primer lugar y embargo en segundo lugar a favor de diverso acreedor.

En el procedimiento de ejecución, el juez ordena la notificación del embargante y éste comparece al juicio y exhibe copia certificada de la sentencia definitiva dictada en juicio ejecutivo mercantil, la cual condena al mismo deudor al pago de diversas prestaciones.

El embargante agiliza su procedimiento y no obstante la existencia del juicio hipotecario, preferente al ejecutivo mercantil por la prelación registral adquirida por la inscripción de la hipoteca, remata el inmueble embargado a su vez también hipotecado pero omite hacerlo del conocimiento en el juicio hipotecario.

El acreedor hipotecario se entera del remate del inmueble al margen del registro y del procedimiento y no obstante solicita al juez la adjudicación del mismo inmueble en pago de su crédito por ser preferente, el juez así lo decreta y turna los autos al notario para que formalice en escritura pública la transmisión del inmueble a favor del acreedor hipotecario.

Estamos en presencia de una doble enajenación. En términos sustantivos, la segunda enajenación es nula por tratarse de cosa ajena, atendiendo la fecha de remate anterior a la adjudicación judicial. Sin embargo, el acreedor hipotecario considera el principio aplicable a la doble venta e inscribe primero su adquisición.

¿Opera en su favor el principio de legitimación registral? La negativa se anticipa, desde luego ya no sería un adquirente de buena fe, toda vez que está enterado de la enajenación del derecho inscrito a favor de su causante con anterioridad a que él adquiriera. No se cumple con el supuesto de la buena fe, de la fundada creencia de legitimación del titular registral para transmitir el derecho inscrito.

Sin embargo, la primera venta no ha sido inscrita en el registro, por lo que no se produce a favor del adquirente y en contra del segundo adjudicatario el hecho notorio en cuanto al conocimiento de la primera enajenación y por lo tanto está forzado a acreditarlo para desvirtuar los efectos de la legitimación registral a favor del segundo adquirente.

3.3.5.  Inscripción

La tutela del tercero adquirente está condicionada a la inscripción de su derecho. El fundamento radica en la preferencia del derecho adquirido, por quien ha acudido a la institución registral para abrigarse de su protección, en relación con quien la ha desestimado. Entra en juego el principio de prioridad o prelación y es considerado en primer término quien se adelantó a solicitar el amparo de la institución registral.

Por lo tanto, es requisito esencial que se haya consumado la inscripción del derecho adquirido por el tercero registral para obtener su protección. Una vez inscrito su derecho es revestido con los efectos de los principios de legalidad, legitimación, publicidad y fe pública registral.

El derecho será inatacable por la nulidad, resolución o rescisión del derecho tanto de su transferente como de titulares anteriores.

3.3.6.  Título no inscrito

La protección de la norma en comento desde luego se refiere a títulos no inscritos. Es decir, la nulidad, rescisión o resolución del derecho del transferente deberá producirse por un título anterior y no inscrito.

Si la rescisión del contrato se produce como consecuencia de un título inscrito en el registro, sería necesario analizar si esta causa consta o no del propio registro y en su caso, si trasciende al título del transferente.

Este sería el caso: A, titular registral con absoluta disposición de su derecho, vende a B a plazo. Sin embargo, omiten convenir el pacto rescisorio y la compra se inscribe en el registro sin hacer mención a la cláusula rescisoria.

El vendedor conserva desde luego la acción rescisoria en términos de la parte inicial del artículo 2300 cc «La falta de pago del precio da derecho para pedir la rescisión del contrato, aunque la venta se haya hecho a plazo...».

Sin embargo, si el bien ha sido enajenado a título oneroso, a un tercero de buena fe, la transmisión está inmune a la rescisión del contrato celebrado entre A y B, por así establecerlo la parte final del citado artículo en relación con el artículo 1950: «La resolución del contrato fundada en falta de pago por parte del adquirente de la propiedad de bienes inmuebles u otro derecho real sobre los mismos, no surtirá efecto contra tercero de buena fe, si no se ha estipulado expresamente y ha sido inscrito en el Registro Público, en la forma prevenida por la Ley».

Como las propias normas lo establecen, si la cláusula se inscribió en el registro, el adquirente está sujeto a la misma condición que su transferente.

3.3.7.  Causas ajenas al Registro

Las causas de nulidad del título del transferente, no deben desprenderse de la propia inscripción en el registro. La causa será ajena si no puede desprenderse de las inscripciones del registro, no requiere ser expresa.

La falta de tracto sucesivo por ejemplo, sería una causa de nulidad del título del transferente y constando de manera clara del estudio de los asientos registrales, inhibe la protección conferida por la norma en comento.

Si la adquisición del hoy titular registral se realizó mediante un acto viciado, por haber sido celebrado con un menor de edad sin autorización judicial y, de los datos generales del vendedor, se desprende su minoría de edad al momento de celebrar el contrato y no así la autorización judicial y su representación legal, la causa de la nulidad de la compraventa claramente se desprende del propio registro y por lo tanto no alcanza la tutela del derecho adquirido por el tercero registral.

En una ocasión se entabló demanda en contra de dos deudores solidarios y dos garantes hipotecarios. Los deudores solidarios era un matrimonio y los garantes hipotecarios los dos hijos menores de edad.

En el mismo instrumento notarial constaba la compraventa del inmueble a favor de los menores y el otorgamiento de un crédito simple con interés y garantía hipotecaria, celebrado por los mismos padres como acreditados y obligados solidarios y los menores, representados por sus progenitores como garantes hipotecarios.

La compraventa y la hipoteca fueron inscritas en el registro público de la propiedad.

Ante el incumplimiento en el pago del crédito, el acreedor demandó y obtuvo la venta judicial del inmueble hipotecado propiedad de los menores de edad.

¿Alcanza al adjudicatario la protección derivada de la legitimación registral? En absoluto, toda vez que de conformidad con el artículo 3061 fracción V cc el registrador debe asentar los datos generales de los otorgantes y entre ellos desde luego se cuenta la fecha de nacimiento de la que se desprende su edad y por lo tanto la falta de capacidad y de los requisitos legales (autorización judicial) para realizar el acto inscribible.

Por lo tanto, la causa de nulidad de la hipoteca se desprende del propio registro y siendo nula, los actos celebrados en ejecución de la misma se duelen del mismo vicio.

Pero he aquí otro caso con origen judicial. Omito los antecedes por deducirse de su consecuencia. Una institución bancaria en ejecución de la garantía real hipotecaria, obtiene en juicio la adjudicación directa del inmueble hipotecado y lo inscribe en el registro público de la propiedad. Inmediatamente vende el inmueble y el comprador inscribe su título.

El demandado en el juicio entablado por el banco, demanda y obtiene de la autoridad, el Amparo y Protección de la Justicia Federal en contra del ilegal emplazamiento en el juicio en el que se adjudicó el inmueble al banco, y la consecuente insubsistencia de todo lo actuado, quedando por lo tanto sin materia la adjudicación directa. Es así como el título del banco se desvanece.

¿Qué sucede con el tercero adquirente de buena fe, a título oneroso, que adquirió la propiedad de quien en el registro aparecía legitimado para transmitirla e inscribió su derecho?

La causa de la insubsistencia del título de su transferente no constaba en el propio registro, en consecuencia es concluyente la inmunidad y por lo tanto subsistencia de su título.

Sin embargo, los efectos de la concesión del Amparo trascienden a la esfera jurídica del tercero, debido a la ilicitud del título del adjudicatario. En este supuesto, no aplica la legitimación registral en aplicación del principio de sentencia útil dictada en el Juicio de Amparo.

Ahora bien, el tercero no queda protegido contra la nulidad cuando tiene por causa el mismo registro.

Es el caso de duplicidad de folios reales, apareciendo en el segundo una inscripción de propiedad dolida de tracto sucesivo. Naturalmente la inscripción del titular registral en el folio duplicado es nula por violar disposiciones de orden público.

El artículo 3019 c.c. establece este principio al prescribir: «Para inscribir o anotar cualquier título deberá constar previamente inscrito o anotado el derecho de la persona que otorgó aquel o de la que vaya a resultar afectada por la inscripción, a no ser que se trate de una inscripción de inmatriculación judicial».

La norma impone la obligación de observar el tracto sucesivo, y el artículo 3021bis fracción VII obliga al registrador verificarlo al calificar el documento presentado para su inscripción. Por lo tanto, al ser una norma de carácter imperativo es de orden público y su violación produce la anulabilidad del acto jurídico en términos del artículo 8 c.c.

El tercero adquirente del titular registral en el folio duplicado, corre la misma suerte de aquél. Siendo nula su adquisición, será ineficaz la de su comprador. No queda protegido por la inscripción del título toda vez que la nulidad de la misma deriva del mismo registro.

3.3.8.  Licitud del acto adquisitivo

El acto por el cual el tercero registral adquiere su derecho, debe ser lícito, es decir no debe ser contrario a disposiciones prohibitivas o de orden público.

¿Qué efecto tendría la venta de un inmueble adquirido por el mandatario? El propietario encarga la venta de la finca y el mandatario celebra un contrato consigo mismo vendiendo en nombre y representación del propietario, su mandante y comprando en lo personal.

De conformidad con el artículo 2280 c.c. la venta está viciada por haberse realizado en contra de una disposición de orden público pues la citada disposición establece: «No pueden comprar los bienes de cuya venta o administración se hallen encargados: ... II.- Los mandatarios;...». A su vez el artículo 2282 c.c. establece_: «Las compras hechas en contravención a lo dispuesto en este Capítulo, serán nulas, ya se hayan hecho directamente o por interpósita persona».

El imperativo legal claramente impide al mandatario comprar el inmueble. Por lo tanto, si el título de su mandante se anula, no quedaría protegido por la legitimación registral como tercero adquirente de buena fe, porque su título es ilegal por haberse celebrado en contravención a una disposición de orden público.

¿Pero qué sucede si a su vez él enajena el inmueble a favor de un tercero registral?

El registrador debe dejar acreditada la personalidad de quien comparece a celebrar el acto en representación del titular registral. Por lo tanto del asiento se desprenderá haber sido representado por el propio comprador y por lo tanto la causa de nulidad de la compraventa se desprenderá del propio registro.

Si el mandante afectado por la venta demanda la nulidad de la misma y en consecuencia la restitución de la propiedad, el tercero sufrirá las consecuencias.

Considero aplicable al caso la parte final del artículo 3009 c.c. la cual excluye de la tutela jurídica los actos celebrados con violación a disposiciones prohibitivas o de orden público, al considerar al último adquirente causahabiente del vendedor y por lo tanto partícipe del mismo vicio.

3.3.9.  Título oneroso

Significa que debe haber una contraprestación por la adquisición del derecho. Ésta debe guardar una proporción razonable entre el valor de la cosa y el precio o contraprestación pagado por ella.

No exige de manera restrictiva una contraprestación en moneda nacional, sino de cualquier cosa equivalente con el valor del inmueble objeto de la enajenación. Así, puede hacerse mediante compraventa, permuta, aportación a una sociedad a cambio de acciones o partes sociales equivalentes en valor al del bien.

Si la adquisición es a título gratuito, el adquirente gozará de la misma protección registral que la que tuviere su causante o transferente.

En el ejemplo de la adjudicación directa expuesto líneas arriba, si el banco hubiera enajenado a título gratuito, el tercero registral tendría la misma protección que aquél, es decir su título sería resuelto por consecuencia del de su transferente. Sin embargo, si el tercero registral vende el inmueble, la adquisición está protegida porque el derecho de su comprador está blindado ante la resolución del título del banco al alcanzar aquél la protección derivada de la legitimación registral, con la salvedad apuntada.

3.4.  Privilegios

El privilegio constituye una excepción a los principios de publicidad y prioridad.

La naturaleza del crédito privilegiado lo antepone a cualquier otro derecho atendiendo, desde luego, la prelación establecida en la ley. Por lo tanto, no requiere previa inscripción ni adquiere preferencia de acuerdo con la fecha de presentación en el Registro Público de la Propiedad.

Sólo como dato de interés y por qué no, con la finalidad de aclarar cualquier confusión, hago una breve referencia a lo que en algunos textos aún encontramos referido como Hipoteca Legal.

Desde luego no habrá lugar a pensar en hipotecas no legales o ilegales, es decir, no reguladas en la ley o contrarias a la ley en oposición al término precisado. Todas las hipotecas tienen su origen en la voluntad de las partes, declaración unilateral del propietario del bien hipotecado o en la ley, en cualquier caso, su regulación siempre es legal.

Pero el término hipoteca legal es indicativo de la garantía que tiene su origen directamente en la ley, sin estipulación del deudor hipotecario ni declaración judicial. Es la manera de denominar el actual concepto de privilegio para el cobro del crédito garantizado.

El privilegio en relación con el cobro del crédito se actualiza cuando hay concurrencia de acreedores respecto de un mismo deudor y un mismo bien. El privilegio consiste en dar preferencia en el cobro del crédito al acreedor que goza de él, sin aplicarle las reglas de la prelación registral.

Se concede en atención a la naturaleza personal del acreedor o del crédito. De acuerdo con el Diccionario de Escriche, «...no es el juez ni el deudor quien la constituye, sino solo la fuerza de la ley que tiene dispuesta preventivamente esta garantía a favor de personas que necesitan de su especial protección o que presentan una razón conocida de preferencia en el pago de sus créditos. La ley en efecto constituye hipoteca por sí misma, o porque así lo exige la calidad de las personas, o porque interesa en ello el bien del Estado, o por razón de algún beneficio notable que una persona hizo a otra, o porque presume que tal es o debe ser la voluntad del deudor».

Dos son los estatutos legales que actualmente regulan de manera específica los créditos privilegiados, el Código Civil y la Ley General de Concursos Mercantiles.

El primero los regula en el libro cuarto, tercera parte, título primero denominado de la Concurrencia y Prelación de los Créditos.

3.4.1.  Créditos Fiscales

En el capítulo II concede privilegio en el cobro de los créditos fiscales provenientes de impuestos, con el valor de los bienes que los hayan causado (art. 2980 c.c.).

Con relación a los créditos fiscales generados por la propiedad de los inmuebles y otras contribuciones relacionadas con los mismos, la garantía del interés fiscal es el propio bien por el cual se generan y los adquirentes en caso de enajenación son solidariamente responsables de su pago.

El artículo 48 CFDF impone obligación solidaria a legatarios, donatarios a título particular respecto de los créditos fiscales que se hubieran causado en relación con los bienes legados o donados; a los adquirentes de bienes inmuebles, cuando los enajenantes no hayan pagado las contribuciones o lo hayan hecho en cantidad menor a lo señalado en el citado código; a los propietarios de los inmuebles en donde se instalen tomas de agua, cuando los usuarios del servicio no cubran la contribución por el suministro de este líquido; (fracciones VIII, IX y XII).

El CFDF considera contribuciones generadas por la propiedad de los inmuebles, el impuesto predial (art. 126), el impuesto sobre adquisición de inmuebles (art. 112), las contribuciones por mejoras (art. 165).

En estos casos no es necesario que el crédito fiscal se encuentre registrado en el RPP para surtir efecto contra el adquirente del predio, a quien como lo hemos precisado la ley considera obligado solidario al pago, precisamente con el valor de los bienes objeto de la adquisición.

La publicidad en este caso opera de manera extraregistral, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 27 CFDF.

Esta disposición impone la carga de los interesados, el enajenante y el adquirente solidariamente, de obtener de la autoridad fiscal correspondiente constancias de adeudo de contribuciones de impuesto predial y derechos por el suministro de agua respecto del inmueble objeto de la transmisión o adquisición. Su cumplimiento deberá acreditarse al Notario ante quien se hagan constar los referidos actos.

Las constancias no deberán reportar adeudo alguno por los últimos cinco años anteriores a la fecha de la operación, término ordinario de la prescripción del crédito fiscal (art. 50 CFDF).

Si las constancias reportan adeudos el RPP deberá abstenerse de inscribir la transmisión o adquisición de la propiedad, salvo los siguientes supuestos:


	
a)  Se trate de adeudos fiscales declarados sin efecto por sentencia definitiva de los tribunales judiciales o administrativos;

	
b)  Se encuentre garantizado el interés fiscal por haberse interpuesto algún medio de defensa;

	
c)  Se trate de adeudos por concepto de impuesto predial y se trate de adjudicación judicial. En este caso, el Notario deberá mencionar los adeudos que reporta la constancia correspondiente e incluir la declaración bajo protesta de decir verdad del adjudicatario, de obligarse solidariamente al pago de los mismos.



3.4.2.  Acreedores hipotecarios

Estos créditos son privilegiados porque permiten al acreedor efectuar el cobro con el valor de los bienes y sin necesidad de entrar al concurso (art. 2981 c.c.), sin embargo requieren de su inscripción en el RPP para surtir efectos en perjuicio de los demás acreedores (arts. 3007, 3042 c.c.).

Si hubiere varios acreedores hipotecarios garantizados con los mismos bienes, pueden formar un concurso especial con ellos, prevé el artículo 2982 c.c.

En este caso, serán pagados por el orden de fechas en que se otorgaron las hipotecas. Este caso lo mencioné cuando hice referencia a las reformas de 1917 al c.c. de 1884, el cual adicionó el requisito de la hora en el otorgamiento de las hipotecas, sin ella los instrumentos otorgados en el mismo día deben considerarse con la misma preferencia. El art. 82 del Reglamento del Registro Público de la Propiedad de 1921, establece dicho requisito para la inscripción de la hipoteca.

Sin embargo, el derecho a ser pagado en el orden de fechas en que se otorgaron las hipotecas, requiere su oportuna inscripción en el RPP.

¿Qué disposición establece el plazo para la inscripción de la hipoteca?

El código civil de 1870 establecía un plazo de 6 días para la inscripción de las hipotecas que debían constituir los tutores de menores o incapacitados, siendo responsabilidad del juez (art. 2017).

También establecía el mismo plazo para la inscripción de las hipotecas que se constituyan por los maridos para asegurar bienes dotales o de donaciones antenupciales o bienes parafernales, siendo responsabilidad del notario ante quien se otorguen su oportuna inscripción (art. 2018).

De igual manera regulaba la obligación de los tutores de inscribir las hipotecas constituidas a favor de los menores y demás incapacitados (art. 2019).

El término para la inscripción corría desde el día en que se hubiera constituido la hipoteca y no se incluían los días que fueren feriados ni los necesarios para la ida y vuelta del correo (art. 2020).

El c.c. de 1884 conservó estas disposiciones en sus artículos 1890, 1891, 1892 y 1893.

Nuestro actual c.c. no prevé plazo para la inscripción de las hipotecas. Por lo tanto, el primer supuesto de preferencia contemplado en el artículo 2982 c.c. en cuanto a la fecha de otorgamiento, resulta inaplicable. Por lo tanto, debemos considerar aplicable al caso las disposiciones del artículo 3015 y con la salvedad contemplada por el artículo 3016 c.c., por virtud de las cuales la prelación de los títulos se determina por la fecha de su presentación para inscripción en el RPP.

Esta disposición se confirma por el artículo 219 LCM.

3.4.3.  Acreedores pignoraticios

En este caso la publicidad es extra registral, ya que de acuerdo con el artículo 2984 c.c. se perfecciona con la entrega de la cosa en poder de un tercero, siempre que la conserve en su poder o sin su culpa haya perdido su posesión. O bien, cuando haya consentido que quede en poder del mismo deudor y no haya permitido el acreedor que el deudor depositario o el tercero que la conserva en su poder, la entregue a otra persona.

3.4.4.  Créditos laborales

Gozan de preferencia para su pago, pero requieren ser declarados por la autoridad correspondiente y vincularse al inmueble objeto de la concurrencia de los acreedores mediante el embargo respectivo. Constituyen excepción al principio de prelación establecido en el artículo 3015 c.c.

3.4.5.  Privilegio sobre ciertos bienes y a favor de determinados acreedores

El artículo 2993 c.c. contiene una enumeración de acreedores con preferencia en el cobro de sus créditos sobre determinados bienes. Entre ellos se contienen los gastos de salvamento; deudas para ejecutar obras de rigurosa conservación de algunos bienes; el precio de la obra mueble construida; créditos por semillas, gastos de cultivo y recolección; fletes; hospedaje; arrendamiento; precio de los bienes vendidos y no pagados; créditos anotados en el RPP en virtud de mandamiento judicial, por embargos, secuestros o ejecución de sentencias; cuotas condominales.

3.4.6.  Créditos por alimentos

El artículo 311 quáter c.c. establece el privilegio del acreedor alimentario con respecto de cualquier otra calidad de acreedores con relación a los ingresos y bienes de quien tenga dicha obligación.

Manuel Mateos Alarcón, en su libro Estudios Sobre el Código Civil del Distrito Federal, (edición facsimilar, Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, México, D.F., 1992, Tomo IV pág. 134), indica que el privilegio constituye una preferencia del acreedor para ser pagado con exclusión a cualquier otro acreedor, con el importe del precio obtenido por la cosa afecta al privilegio y que éste no es una concesión otorgada a determinados acreedores, sino deviene de la ley por la calidad de los créditos.

Enumera como consideraciones legales de los privilegios, la equidad, en los gastos judiciales erogados del concurso; humanidad, en los gastos hechos en la última enfermedad del deudor; de interés público general, al crédito por fastos del funeral del difunto; de justicia, los gastos de conservación y reparación de determinada cosa del deudor; por consideración a la constitución expresa o tácita del derecho de prenda en el caso del propietario sobre los muebles del inquilino, al acreedor prendario sobre el valor de la prenda y al porteador por los fletes sobre el precio de los efectos transportados.

La Ley de Concursos Mercantiles a su vez clasifica a los acreedores de acuerdo con la naturaleza de sus créditos (art. 217) y los gradúa en el siguiente orden: acreedores singularmente privilegiados; acreedores con garantía real; acreedores con privilegio especial; acreedores comunes y acreedores subordinados.

A su vez clasifica a los acreedores particular o singularmente privilegiados con el siguiente orden de prelación: gastos de entierro del comerciante; gastos de la enfermedad que haya causado la muerte del comerciante (art. 218).

Como acreedores con privilegio especial reconoce a todos los que, según el Código de Comercio o leyes de su materia, tengan un privilegio especial o un derecho de retención.

Como podemos observar la LCM es más amplia que el c.c., ya que la primera incluye a todo acreedor que goce del derecho de retención en tanto que el segundo solo contempla al acreedor prendario, el del precio del inmueble vendido, el de hospedaje y el de fletes.

Confiere privilegio a los créditos laborales diferentes a los sueldos de los últimos dos años y a los fiscales para ser pagados después de que se hayan cubierto los créditos singularmente privilegiados y los créditos con garantía real, pero con antelación a los créditos con privilegio especial.

Cuentan también con privilegio especial, los laborales por sueldos de hasta dos años; los gastos de administración de la masa; los gastos normales para la seguridad de los bienes de la masa, su refacción, conservación y administración y los procedentes de diligencias judiciales o extrajudiciales; gastos de litigio para defensa o recuperación de los bienes objeto de garantía o sobre los que recae el privilegio.

3.5.  Prelación de derechos

La publicidad de las inscripciones y anotaciones, actúa en refuerzo del principio de prelación o prioridad, informando la existencia de los derechos y créditos constituidos sobre la finca, e inhibe el fraude en perjuicio de terceros que contratan con el titular registral de la misma.

Los actos jurídicos sobre la propiedad raíz, tanto convencionales como judiciales, aconsejan la previa investigación de los derechos y gravámenes reales y personales constituidos sobre los mismos.

En el supuesto de actos convencionales, la solicitud del certificado de existencia o inexistencia de gravámenes o anotaciones permite conocer la titularidad del derecho del transferente y sus condiciones. Esto brinda seguridad en el tráfico inmobiliario, al excluir la posibilidad de adquirir derechos con gravámenes ocultos o créditos preferentes que afecten el derecho del adquirente.

La legitimación actúa de manera activa en la protección de este derecho, al impedir la oponibilidad de cualquier derecho o gravamen no inscrito al adquirente de la finca o al titular de un derecho real constituido sobre la misma.

Si el acto se celebra ante Notario, el artículo 3016 cc prevé la información al Registro Público de la Propiedad de la operación a realizar sobre la finca, la cual produce el efecto de guardar la prelación a favor de quien contratará con el titular registral respecto del derecho anunciado.

Esto constituye una excepción al principio de prioridad o prelación, el cual establece la misma a partir de la fecha y número ordinal que les corresponda al presentarlos para su inscripción (art. 3015 cc).

En materia procesal el artículo 566 cpc, exige la exhibición del certificado de existencia o inexistencia de gravámenes y anotaciones, para proceder con el remate de los bienes raíces, con la finalidad de informarse de la existencia de otros acreedores y titulares de derechos reales constituidos sobre el inmueble objeto de la ejecución y hacerles saber el estado de ejecución del juicio, para el ejercicio de sus derechos procesales (designar perito valuador en su caso, intervenir en la diligencia de remate, apelar de la sentencia que lo apruebe (art. 567, 568 cpc).

El certificado también tiene importancia para el acreedor, porque le permite conocer la prelación de su crédito es decir, el lugar en el que será pagado con el producto de la venta del inmueble vinculado al proceso.

La vinculación puede producir la prelación o bien retrotraerse a la fecha de constitución del gravamen real o personal.

El primer supuesto se produce mediante el embargo, preventivo o ejecutivo. Preventivo en el caso de los juicios inhibitorios o ejecutivos, en los cuales la traba se produce al momento de emplazar al demandado. Ejecutivo en ejecución de la sentencia definitiva, en los juicios cognitivos (ordinarios).

El segundo supuesto se actualiza cuando el acreedor tiene constituida una garantía real o cuenta con una anotación registral, produciendo éstas la preferencia en el pago del crédito desde el momento en que se ingresaron los documentos continentes de dichos derechos al registro (art. 3015 cc). Estos son los casos de la hipoteca y de lo que se conoce como la anotación de la fianza mercantil (arts. 1055 c.co. y 168-II y 189 LISF) (3) .

3.6.  Acción contradictoria

La legitimación registral produce la convicción, salvo prueba en contrario, de la existencia del derecho inscrito y su pertenencia al titular registral en los términos precisados en el asiento respectivo. Estos asientos a su vez, gozan de presunción de autenticidad, veracidad, legalidad y exactitud.

La presunción legal sólo podrá destruirse mediante el ejercicio de la acción contradictoria del derecho inscrito y la consecuente cancelación de la inscripción.

Las acciones contradictorias son aquellas que se excluyen mutuamente, de manera que procediendo una de ellas no puede proceder la otra (Diccionario de Derecho Procesal Civil, Eduardo Pallares, Editorial Porrúa 26a edición, México, 2001). El término es eminentemente procesal.

La proposición de una acción necesariamente se opone a la de la otra. En el supuesto previsto por el artículo 3010 cc, se hace referencia expresa a las acciones sobre el dominio de un inmueble o derechos reales sobre el mismo o de otros derechos inscritos o anotados a favor de persona determinada: «...No podrá ejercitarse acción contradictoria del dominio del inmueble o derechos reales sobre el mismo o de otros derechos inscritos o anotados a favor de persona o entidad determinada, sin que previa o concomitantemente, se entable demanda de nulidad o cancelación de la inscripción en que conste dicho dominio o derecho».

El supuesto presenta la concurrencia de dos titulares del mismo derecho. El registral, quien tiene en su favor la presunción derivada de la inscripción referida en el curso de este trabajo como legitimación registral y el accionante, quien deberá desvirtuarla mediante el procedimiento cognitivo correspondiente con las pruebas idóneas.

La demostración del derecho en el juicio, concluye con el reconocimiento de la titularidad del derecho inscrito a su favor y por lo tanto, la extinción de la inscripción a favor del demandado.

La acción está encaminada a destruir la validez y en su caso la preferencia del derecho inscrito, y en consecuencia la legitimación del titular registral mediante la extinción de la inscripción o anotación correspondiente a su favor. Así de importante es la inscripción en el registro. Mientras no se extinga, sigue legitimando a su titular y la disposición del derecho inscrito continúa surtiendo efecto a favor del tercero adquirente de buena fe con los requisitos apuntados líneas arriba.

Sin embargo, esta presunción es iuris tantum, es decir, admite prueba en contrario. En consecuencia, puede destruirse acreditando la falsedad, alteración o inexactitud del registro.

Acreditada la discrepancia entre la realidad y los asientos del registro, la presunción se destruye y la legitimación registral desaparece.

La discrepancia puede recaer en el dominio del inmueble o en los gravámenes o limitaciones sobre el mismo.

El dominio pudo extinguirse mediante una transmisión no registrada y en este caso, el titular registral ya no es el propietario. Acreditado el supuesto, se destruye totalmente su legitimación.

También puede existir resolución judicial que decrete la prohibición de enajenar el inmueble y su falta de inscripción hace presumir la libre disposición de la finca por su propietario.

Otro caso lo encontramos con gravámenes no inscritos. En este caso, la presunción de disposición libre del inmueble se destruye acreditando fehacientemente su existencia.

La doble matriculación o duplicidad de folios reales, es otra situación que destruye la legitimación registral porque las inscripciones se neutralizan respectivamente.

La acción contradictoria no es única, es decir, no se trata de una acción independiente o autónoma en sí misma, sino que se ejercita a través de diversas acciones contempladas en nuestras leyes, como son la acción de nulidad, derivada de la simulación de actos jurídicos, suplantación de personalidad, robo de identidad, etcétera.

3.7.  Acción negatoria

Esta acción está dirigida precisamente en contra de la publicidad registral. Es la manera de obtener su extinción mediante la cancelación del asiento registral. El artículo 10 cpc la confiere para obtener la declaración de libertad o la de reducción de gravámenes de bien inmueble y su consecuente tildación o anotación en el Registro Público de la Propiedad.

El artículo 3028 cc a contrario sensu, extiende los efectos del derecho inscrito a favor de terceros hasta la extinción de la inscripción correspondiente. Mientras la inscripción subsista, el derecho se presume que existe. La premisa contraria, extinguida la inscripción el derecho se extingue, no es oponible a terceros.

La extinción se produce por su cancelación o por el registro de la transmisión del domino o derecho real inscrito a favor de otra persona.

Las anotaciones preventivas también se extinguen por cancelación, por caducidad o por su conversión en inscripción (art. 3029).

El elemento común de extinción de las inscripciones, las anotaciones preventivas y las notas de presentación es la cancelación.

A su vez, el artículo 3030 establece su cancelación por orden judicial. Por lo tanto, para extinguir por cancelación cualquiera de los citados asientos registrales, es necesario vincular al proceso a quien dirige el Registro Público de la Propiedad para sujetarlo al cumplimiento forzoso de la sentencia definitiva que obsequie las pretensiones del actor (art. 92 cpc).

En cuanto a la nulidad de los asientos, la acción se contiene en el artículo 3067 cc el cual establece como supuestos de procedencia cuando se hubieren alterado substancialmente los asientos,, se hayan cambiado los datos esenciales relativos a los derechos inscritos, cuando se hayan cambiado los datos esenciales relativos al titular de los derechos inscritos, mismos que trato en un apartado posterior, tan solo anticipo el supuesto de que se hubieren alterado substancialmente los asientos

La referencia legal nos obliga a determinar el sentido de la palabra substancialmente. Se trata de un adverbio en referencia a la substancia, se entiende que ha sido alterado en su substancia.

A su vez, la substancia en filosofía ha tenido dos significados fundamentales: 1) el de estructura necesaria; 2) el de relación constante. La primera hace referencia a la esencia necesaria (Diccionario de Filosofía, Incola Abbagnano, Fondo de Cultura Económica, México 2001).

En el campo del derecho debemos traducirlo en la alteración de los elementos esenciales, de existencia, del asiento registral.

Estos elementos están contemplados en los artículos 3059 a 3068 cc, 20, 21, 25 LR.

La inscripción de los actos jurídicos deberá efectuarse necesariamente en el Folio Real, que es el documento físico o electrónico que contiene los datos de identificación de la finca, así como los asientos de los actos jurídicos o hechos que en ella incidan (art. 3059 cc y 20 LR).

Los elementos esenciales de los asientos dependerán de su naturaleza. Si los asientos son notas de presentación, deberán contener los elementos precisados en el artículo 3060 cc:


	
i)  La fecha y el número de entrada.Este elemento es esencial en vista de la prelación o preferencia de derechos inscritos. Su alteración afecta de manera sustancial este principio y la seguridad jurídica en el tráfico inmobiliario en vista de la legitimación registral que se produce por la inscripción a favor de quien inscribe primero su derecho.



	
ii)  La naturaleza del documento y el nombre del notario o funcionario que lo haya autorizado.No considero esencial este elemento, pero de suma importancia. Lo primero porque mediante la calificación registral se ha revisado el documento y constatado reunir los requisitos de los documentos inscribibles.

Sin embargo, ha sido de gran utilidad para localizar del documento en archivos públicos con diversas finalidades, incluida la aclaración de la inscripción en el registro (art. 3024 cc).



	
iii)  La naturaleza del acto o negocio de que se trate.Es un elemento esencial. En el registro se inscriben actos jurídicos con la finalidad de hacerlos oponibles a terceros. Por lo tanto, constituye la esencia y razón de ser del registro.



	
iv)  Los bienes o derechos objeto del título presentado, expresando su cuantía, si constare;Es también un elemento esencial. El registro en el Distrito Federal se clasifica por fincas. Por lo tanto, es indispensable establecer el acto jurídico objeto de inscripción y la finca sobre la cual incide para llevar a cabo su registro.



	
v)  Los nombres y apellidos de los interesados.Al igual que el acto jurídico materia de inscripción y consecuente publicidad y el objeto sobre el cual recae, los sujetos del acto constituyen un elemento esencial del asiento registral.





En cuanto a los elementos de identificación de la finca, el artículo 21 LR establece los siguientes:


	
a)  Descripción del mismo.

	
b)  Calle y número y/o lote y manzana que lo identifique;

	
c)  Denominación, si la tuviere;

	
d)  Alcaldían en la que se ubique;

	
e)  Fraccionamiento, colonia, poblado o barrio;

	
f)  Código Postal;

	
g)  Superficie, con letra y número si la tuviere;

	
h)  Rumbos, medidas y colindancias;

	
i)  Número de cuenta catastral; y

	
j)  Titular registral con sus generales.



De estos elementos considero esenciales los que permiten su identificación como son los de su ubicación y el titular registral.

Por lo tanto, si alguno de estos elementos esenciales es alterado sustancialmente, de manera que el derecho inscrito o los sujetos a quienes pertenece sean totalmente diferentes en su esencia o en su extensión, o los datos esenciales de la finca se hubieren cambiado, dichos asientos podrán anularse mediante declaración judicial.

3.8.  Causahabiencia

La publicidad del derecho inscrito, produce un efecto trascendente con relación al derecho real inscrito en caso de juicio y entre ellos el de garantía hipotecaria.

Intentada la acción hipotecaria, sea para constituir, ampliar o registrar una hipoteca, o bien para obtener el pago o prelación del crédito que la misma garantice, el juez debe obsequiar su anotación en el registro público de la propiedad del lugar en el que se encuentre el inmueble objeto de los precisados actos (art. 479 cpc).

La transmisión del domino del inmueble hipotecado y vinculado al juicio mediante la anotación de la demanda, para perjuicio al adquirente y lo constituye en causahabiente del demandado (art. 12 cpc).

El artículo 12 condiciona la causahabiencia a la contestación de la demanda. Considero que ese requisito no es exacto, ya que el juicio puede continuarse en rebeldía del demandado y la falta de contestación a la demanda no exime al adquirente de los efectos de la sentencia que se dicte en el contradictorio. La SCJN no ha tomado en cuenta este elemento al dictar la jurisprudencia que se cita a continuación:

Época: Novena Época

Registro: 173604

Instancia: Primera Sala

Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo XXV, Enero de 2007

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 85/2006

Página: 128

CAUSAHABIENCIA. PARA EFECTOS PROCESALES, SU ACTUALIZACIÓN REQUIERE QUE SE ACREDITE QUE EL ADQUIRENTE DEL INMUEBLE TUVO CONOCIMIENTO DE LA CONTROVERSIA JUDICIAL A QUE ESTÁ SUJETO DICHO BIEN.

La doctrina define al causahabiente como el sucesor de los derechos de una persona, de quien ha adquirido una propiedad o un derecho, y puede ser a título universal cuando se trata de la totalidad del patrimonio o parte alícuota de éste, o a título particular, si únicamente se refiere a una cosa o cosas específicas. Ahora bien, desde el punto de vista procesal, para que se actualice la causahabiencia, tratándose de la adquisición de inmuebles, es necesario que mediante inscripciones hechas en el Registro Público de la Propiedad o algún otro medio de prueba idóneo y fehaciente se acredite que el adquirente de esa propiedad o derecho tuvo conocimiento de que el bien de que se trata está sujeto a una controversia judicial y que, por ende, contrae un derecho litigioso, ya que de no acreditarse dicha situación, debe considerársele como tercero adquirente de buena fe, en tanto que desconoce el estado que guardaba el bien antes de adquirirlo.

Contradicción de tesis 68/2006-PS. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 4 de octubre de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Juan Carlos de la Barrera Vite. Tesis de jurisprudencia 85/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veinticinco de octubre de dos mil seis. Nota: Por ejecutoria de fecha 1 de octubre de 2008, la Primera Sala declaró improcedente la contradicción de tesis 8/2008-PS en que participó el presente criterio.

3.9.  Sobreseimiento

El artículo 3010 cc fue reformado en su párrafo tercero por decreto publicado en GODF el 20 de junio de 2014. El contenido es esencialmente el mismo. La reforma no me parece del todo afortunada. Si bien parece ser más clara y completa, la supresión del mandato de sobreseer en el procedimiento relativo como lo veremos más adelante, a mi consideración fue un error.

La norma pone en acción la legitimación registral, a través de la publicidad de los asientos. Confiere a ésta, un valor probatorio que no reconoce, ni siquiera, a las tercerías excluyentes de dominio o de preferencia (4) .

La legitimación registral, pública mediante su inscripción y acreditada con las copias certificadas de los asientos que obran en el acervo de la institución (art. 3001 cc), produce plena convicción al juzgador para dejar sin efecto en el procedimiento, cualquier determinación por la cual se vinculen bienes ajenos a las partes.

La sola demostración permite sustraer de los efectos procesales el bien ajeno a los litigantes, sin necesidad de interponer la tercería excluyente de dominio.

La norma establece: «Art. 3010.- …En el caso de cualquier procedimiento judicial o administrativo en el que se pretenda afectar o se afecten bienes, derechos reales sobre los mismos o sus frutos, tal afectación quedará sin efecto, una vez que conste manifestación auténtica del Registro Público, que indique que dichos bienes o derechos están inscritos a favor de persona distinta de aquella contra la cual se dictó la ejecución y también quedará sin efecto si hay nota de presentación de aviso preventivo y/o aviso de otorgamiento en términos del artículo 3016 del presente Código y /o la anotación preventiva a que se refiere la fracción V del artículo 3043 de este Código, a no ser que se hubiere dirigido contra esta persona la acción, como causahabiente del que aparece como titular en el Registro Público».

La norma prevé dos tipos de procedimiento: judicial y administrativo.

El supuesto normativo hace referencia a la afectación sobre bienes, derechos reales sobre los mismos o sus frutos.

La afectación sobre dichos bienes puede producirse por el ejercicio de una acción real o personal cuyo objeto sea el inmueble.

La acción real puede ser la constitución de un derecho real de hipoteca, uso, usufructo, habitación, servidumbre pasiva, herencia, etcétera.

La acción personal podría ser el otorgamiento de un contrato de arrendamiento y su inscripción en el Registro Público si su duración fuera mayor a seis años y con anticipos de rentas por más de tres o la acción pro forma, en virtud de la cual se reclama el otorgamiento del título adquisitivo o de cualquier otro derecho sobre un inmueble en la forma exigida por la ley.

La demanda puede ser anotada preventivamente en el registro, por así permitirlo la ley (5) .

También pueden afectarse bienes a un procedimiento judicial o administrativo, mediante su vinculación con independencia de la acción ejercitada. Este es el caso del embargo preventivo o ejecutivo. Mediante la traba correspondiente, el inmueble queda sujeto a las resultas de la ejecución del procedimiento y por lo tanto se actualiza la afectación referida en la disposición en comento.

Cuatro son los supuestos acreditables mediante la legitimación registral a través de la publicidad:


	
a)  El dominio o titularidad de los bienes o derechos objeto del juicio o que pueden resultar afectados por la demanda.

	
b)  La prelación o preferencia en la adquisición del dominio o titularidad de un derecho real sobre la finca, mediante el aviso preventivo previsto en el artículo 3016 cc, el cual anuncia aquellos y surte efectos de prelación o preferencia desde la fecha de su registro con independencia de la fecha de la inscripción del derecho, siempre que se cumplan los plazos marcados en la ley (art. 3016 cc).

	
c)  La presentación oportuna del aviso de otorgamiento de los actos precisados en el inciso anterior, la cual surte los mismos efectos del aviso preventivo, es decir, guarda la prelación o preferencia en la inscripción del derecho anunciado.

	
d)  La anotación preventiva de la interposición del recurso de inconformidad en contra de la calificación registral, por denegación de la inscripción del acto inscribible.



Es precisamente en los efectos que se producen en el procedimiento en donde se aprecia de manera clara en mi concepto, el error incurrido con la reforma.

La disposición en comento establecía: «En caso de embargo precautorio, juicio ejecutivo o procedimiento de apremio contra bienes o derechos reales, se sobreseerá el procedimiento respectivo de los mismos o de sus frutos, inmediatamente que conste en los autos, por manifestación auténtica del Registro Público, que dichos bienes o derechos están inscritos a favor de persona distinta de aquella contra la cual se decretó el embargo o se siguió el procedimiento, a no ser que se hubiere dirigido contra ella la acción, como causahabiente del que aparece dueño en el Registro Público».

La norma en su redacción anterior, parecía limitar el caso a la afectación de los bienes al procedimiento a través de la traba del embargo, por así precisarlo en el inicio de la frase y por considerarlo así en los otros dos supuestos, el juicio ejecutivo, el cual inicia con embargo preventivo y el procedimiento de apremio, el cual igual inicia con el embargo ejecutivo.

Por lo tanto, pareciera excluir el supuesto de los juicios ordinarios y por ejemplo la acción pro forma del contrato de compraventa cuando el bien ha salido del patrimonio del vendedor e inscrito a favor de otro comprador en el registro, o la acción de otorgamiento del contrato definitivo de compraventa en ejecución del contrato de promesa.

La redacción reformada de manera clara se refiere a «cualquier procedimiento judicial o administrativo». Con esto disipa cualquier duda en cuanto a los procedimientos o casos de aplicación del supuesto normativo.

Sin embargo ¿cómo podemos entender la imposición al juzgador de dejar sin efectos la afectación del bien en los juicios referidos en el párrafo inmediato anterior?

El sobreseimiento es una institución procesal, por virtud de la cual el juzgador da por terminada la controversia, sin pronunciarse respecto del fondo de la misma, por una causa que le impide pronunciarse. Pone término a la instancia y extingue la acción.

En consecuencia, hay una diferencia importante entre «afectar» un bien al procedimiento y constituir el objeto mismo de la acción.

En el primer supuesto, se vincula el bien con la finalidad de individualizar la garantía de cumplimiento de la sentencia. El deudor, en relación con sus obligaciones, responde con la totalidad de su patrimonio. Sin embargo, la ejecución de sus bienes en el proceso, requiere individualizar el bien con el cual deberán satisfacerse las prestaciones condenadas en la sentencia. Esta determinación se produce a través del embargo, vinculando al bien a las resultas del procedimiento.

Así, acreditada la propiedad del bien por quien no es parte en el proceso, el juez debe liberarlo, dejar sin efecto su afectación al juicio, debiendo continuar el mismo. En este supuesto, el acreedor podrá solicitar de nuevo el embargo de otros bienes para actuar la sentencia.

Ahora bien, cuando el objeto de la acción lo constituye el bien en sí mismo, como es el caso al demandarse la celebración del contrato de compraventa en ejecución del contrato de promesa, acreditada la propiedad por un tercero extraño al juicio, el juez debe sobreseer el mismo, es decir, dar por terminada la instancia y extinguida la acción, al haberse acreditado la falta del objeto indirecto del contrato. El demandado no podrá transmitir el dominio de un bien ajeno y por lo tanto no podrá entregar o transmitir lo que no tiene.

Por esta razón, considero desafortunada la reforma legislativa.

El párrafo siguiente de la norma en comento, prevé dos supuestos:


	
a)  La reiterada orden de inscripción del embargo o la demanda, decretada por el juzgador a quien dirige el Registro, en cuyo caso éste deberá inscribir o anotar el acto ordenado sin su responsabilidad, dejando constancia de esta situación en el asiento correspondiente.

	
b)  La legitimación del titular registral afectado, en el proceso del cual emana el decreto judicial. Si el titular registral es afectado indebidamente en sus derechos, en un proceso en el cual no es parte, su violación lo legitima para interponer el juicio de amparo, vía legítima para restituirlo en sus derechos, por lo tanto la legitimación en el proceso concedida por la norma registral no es necesaria.



En su caso, también goza de la tercería excluyente, sea de preferencia o de dominio. Esta acción deriva de la afectación de sus derechos de dominio o demás derechos reales en un juicio del cual no es parte. De nuevo, su legitimación en el proceso no proviene del registro, sino de su legitimación procesal.

3.10.  Sociedad conyugal

La comunidad de bienes por causa de matrimonio, ha sido uno de los temas más debatidos en los últimos años en materia registral.

Utilizada por muchos deudores para defraudar a sus acreedores, sólo de manera reciente la SCJN se ha pronunciado a favor de la legitimación registral y la protección eficaz de los terceros registrales.

La SCJN ha considerado a la sociedad conyugal un medio de adquirir bienes, con independencia del cónyuge que formal y materialmente los adquiera.

Permitió trascender este efecto adquisitivo sin necesidad de constar inscritas las capitulaciones matrimoniales. Así lo sostuvo en la tesis de jurisprudencia dictada por la Tercera Sala, número 7/93, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Época, número 66, junio de 1993, página 11, jurisprudencia, Civil, que se transcribe a continuación:

«SOCIEDAD CONYUGAL. LA FALTA DE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DE LOS BIENES INMUEBLES ADQUIRIDOS DURANTE ELLA, NO IMPIDE QUE EXISTA LEGITIMACIÓN PARA HACER VALER TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO. Tomando en cuenta la naturaleza jurídica de la sociedad conyugal; que la disposición sustantiva aplicable señala que los cónyuges tiene el dominio de los bienes de dicha sociedad y que cada uno en ejercicio del derecho real de que es titular, puede disponer de la parte alícuota que le corresponde, siempre y cuando el otro cónyuge otorgue su consentimiento; que el Registro Público de la Propiedad, por su propia naturaleza, sólo tiene efectos declarativos y no constitutivos de derechos; y que la falta de inscripción registral de los bienes inmuebles de la sociedad conyugal, en los términos de la disposición aplicable, sólo produce como consecuencia que el derecho respectivo no pueda ser oponible frente a terceros titulares también de derechos reales, debe concluirse que la falta de inscripción registral de los bienes que constituyen la sociedad conyugal, adquiridos durante ella, no impide que exista legitimación para hacer valer por el cónyuge no demandado en un juicio ejecutivo mercantil, derivado del ejercicio de la acción cambiaria directa y como consecuencia de una obligación quirografaria, la tercería excluyente de dominio respecto de la parte alícuota que le corresponde del bien embargado, ya que el derecho real de que es titular le confiere esa calidad frente al derecho personal o de crédito que corresponde al embargante».


Sin embargo, como se desprende de la citada jurisprudencia, los efectos trascienden solo por cuanto hace a los titulares de derechos personales o de crédito, no a los denominados terceros registrales, es decir, a titulares de derechos reales.

Estos últimos como lo hemos establecido, están protegidos con la excepción contenida en el artículo 3009 cc y su confirmación se contiene en la propia jurisprudencia transcrita y la que se precisa más adelante.

En nuestra legislación, el matrimonio produce efectos sobre los bienes de los cónyuges. Por esta razón, obliga la celebración de capitulaciones de los esposos para regularlos. Estos pactos o convenciones están restringidos a la sociedad conyugal o la separación de bienes (art. 178 cc).

Si al celebrar el matrimonio, los cónyuges convienen regular su patrimonio de acuerdo con las estipulaciones de la sociedad conyugal, los bienes adquiridos durante el matrimonio formarán parte de ésta. Es la premisa legal, por así disponerlo el artículo 183 segundo párrafo cc: «Los bienes adquiridos durante el matrimonio formarán parte de la sociedad conyugal, salvo pacto en contrario».

Desde luego deberán respetarse las estipulaciones de los esposos, regulatorias de la sociedad conyugal. Por lo tanto salvo pacto en contrario, se presumen propios de cada uno, los bienes estipulados en el artículo 182 quintus cc (6) .

Lozano Noriega sostiene que los bienes adquiridos por los cónyuges, durante el matrimonio celebrado bajo el régimen de la sociedad conyugal, constituyen copropiedad: «Por tanto, los textos citados (se refiere a los artículos 2156 del cc de 1870, 2023 cc de 1884 y 194 cc de 1928) demuestran plenamente que hablar de sociedad conyugal equivale a hablar de copropiedad, pero esta copropiedad no es una simple indivisión amorfa y transitoria como la que se establece entre herederos y como la copropiedad ordinaria sino que, fundada en la idea de asociación, pierde su carácter transitorio y adquiere permanencia. Por tanto no pueden aplicarse de manera invariable a esta copropiedad las reglas de la común, sino que tienen reglas propias ya que dura todo el tiempo del matrimonio mientras no se le pone fin, sea por convenio expreso o por decisión judicial» (7) .

Domínguez Martínez informa la misma posición: «En suma, el régimen de sociedad conyugal, tal como está previsto en el Código Civil, se traduce en una copropiedad de los cónyuges respecto de los bienes sujetos a dicho régimen; ambos cónyuges participan en la propiedad de los bienes de que se trata, en la proporción pactada en sus capitulaciones o, en su defecto, entonces en la mitad cada uno» (8) .

Las diversas tesis jurisdiccionales así lo han reconocido y como ejemplo la tesis de jurisprudencia citada párrafos antes.

Ahora bien, pareciera existir contradicción entre la tesis de jurisprudencia citada y otra de la décima época que he anunciado y la cual reproduzco más adelante, sin embargo la diferencia esencial entre ambas nos permite entender con mayor claridad el principio de legitimación y del tercero protegido por la publicidad todo ello referido a la institución registral.

La Jurisprudencia de la octava época, hace referencia a la legitimación en la causa en la tercería excluyente de dominio, para sustraer de los efectos del embargo el porcentaje de la copropiedad que por efecto de la sociedad conyugal pertenece al cónyuge no demandado en el juicio ejecutivo mercantil, en el cual se trabó embargo sobre el inmueble adquirido durante el matrimonio sujeto al citado régimen patrimonial.

Existe un enfrentamiento entre el derecho real de propiedad del cónyuge, adquirido por efecto de la sociedad conyugal, y el adquirido por el tercero.

El cónyuge es el propietario formal del bien, sin embargo, por efecto de la sociedad conyugal, ambos son propietarios materiales.

La inscripción de las capitulaciones matrimoniales, sólo se requiere para hacer oponible el derecho de la cónyuge a cualquier adquirente de la propiedad o derecho real sobre el inmueble objeto de la mancomunidad surgida del matrimonio.

El embargante sin embargo, no es titular de un derecho real. Su derecho es personal o de crédito. El embargo es el acto jurídico procesal, por virtud del cual se individualiza la prenda de cumplimiento de la sentencia, en el caso de obtener juicio favorable a los intereses del demandante. El bien queda vinculado al contradictorio con dichos efectos.

Por lo tanto, si el bien no es propiedad del deudor en su totalidad, el copropietario por efecto de la sociedad conyugal, está legitimado para sustraerlo en el porcentaje que le corresponde, de la citada prenda de cumplimiento.

¿Pero qué sucede en el caso de un tercero registral? Es decir, aquél que ha adquirido el domino o un derecho real sobre un inmueble de quien aparece como tal en el registro público de la propiedad.

En este supuesto se contraponen un derecho real de copropiedad del cónyuge, cuyas capitulaciones matrimoniales no se encuentran inscritas en el registro de la propiedad (carece de legitimación registral) y el adquirente del dominio del inmueble, a título oneroso, de buena fe, de quien aparece como titular del dominio en el registro (investido de legitimación registral).

Aquí opera de manera eficaz la legitimación registral. El adquirente está protegido contra la evicción que puede surgir de la enajenación de la cosa ajena por parte del titular registral, en los términos de lo dispuesto por el artículo 3009 cc.

Así se desprende de la siguiente Jurisprudencia:

Época: Décima Época

Registro: 2004332

Instancia: Primera Sala

Tipo de Tesis: Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Libro XXIII, Agosto de 2013, Tomo 1

Materia(s): Civil

Tesis: 1a./J. 18/2013 (10a.)

Página: 644

SOCIEDAD CONYUGAL NO INSCRITA EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. EL DERECHO REAL INMOBILIARIO DEL CÓNYUGE QUE NO APARECE EN LA INSCRIPCIÓN NO ES OPONIBLE AL DERECHO REAL DE PROPIEDAD DE QUIEN RESULTÓ ADJUDICATARIO DE BUENA FE EN EL PROCEDIMIENTO DE REMATE Y ADJUDICACIÓN EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL.

La otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 3a./J. 7/93, de rubro: «SOCIEDAD CONYUGAL. LA FALTA DE INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DE LOS BIENES INMUEBLES ADQUIRIDOS DURANTE ELLA, NO IMPIDE QUE EXISTA LEGITIMACIÓN PARA HACER VALER TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO», sostuvo que la falta de inscripción de la sociedad conyugal en el Registro Público de la Propiedad respecto de un inmueble registrado a nombre de uno de los cónyuges, provoca que el derecho del otro que no aparece en la inscripción no pueda oponerse a un tercero que haya adquirido un derecho real respecto del mismo bien. Ahora bien, en el Código de Comercio el legislador previó que cuando la sentencia de un juicio ejecutivo mercantil es condenatoria y declara procedente la venta de los bienes embargados para hacer pago al acreedor, se tramitará su remate, y que enajenado el bien, ya sea por remate o adjudicación tratándose de inmuebles, el juez y el adjudicatario otorgarán la escritura pública correspondiente ante fedatario público; lo cual permite afirmar que, mediante la tramitación y culminación del procedimiento de remate y adjudicación, derivado de un juicio ejecutivo mercantil, el postor o el adjudicatario adquiere un derecho real de propiedad sobre el inmueble rematado. Consecuentemente, cuando falte la inscripción de la sociedad conyugal en el Registro Público de la Propiedad respecto de un inmueble que se encuentra registrado a nombre de uno de los cónyuges, el derecho real de propiedad del cónyuge que no aparece en la inscripción, derivado de la sociedad conyugal, no puede oponerse al derecho real de propiedad adquirido de buena fe por el postor o el adjudicatario mediante la tramitación y culminación del procedimiento de remate y adjudicación en un juicio ejecutivo mercantil.

Contradicción de tesis 333/2012. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 16 de enero de 2013.

La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que hace a la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de cuatro votos respecto al fondo. Disidente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez. Tesis de jurisprudencia 18/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de fecha seis de febrero de dos mil trece.

Nota: Por instrucciones de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXI, Tomo 1, junio de 2013, página 596; se publica nuevamente con la corrección en el precedente que la propia Sala ordena respecto de los tribunales contendientes.

La tesis de jurisprudencia 3a./J. 7/93 citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 66, junio de 1993, página 11.

De las Jurisprudencias transcritas se desprende, con meridiana claridad, el requisito legitimante del titular del derecho real de propiedad, para oponerlo de manera eficaz a cualquier adquirente del dominio del mismo bien.

La legitimación en este supuesto, no deviene de su título adquisitivo, en la especie, los efectos de la sociedad conyugal, sino de la inscripción de las capitulaciones en el folio real de la unidad básica registral correspondiente a la finca objeto de los derechos contradictorios.

Esta legitimación se desprende esencialmente de dos disposiciones del cc, la general contenida en el artículo 3007 cc y la especial preceptuada por el artículo 3012 del mismo código.

La primera establece el principio general de la legitimación registral indicando: «Los documentos que conforme a las Leyes sean registrables y no se registren, sólo producirán efectos entre las partes y no en perjuicio de tercero».

En realidad no se refiere a los documentos, sino a los actos y contratos inscribibles.

La segunda, en referencia especial a la sociedad conyugal, establece: «Tratándose de inmuebles, derechos reales sobre los mismos u otros derechos inscribibles o anotables, la sociedad conyugal no surtirá efectos contra tercero si no consta inscrita en el folio real correspondiente a la finca de que se trate».

A continuación presento un caso real suscitado con motivo de la inscripción extemporánea de la sociedad conyugal.

El caso se plantea así:

I.- Se celebra un contrato de apertura de crédito simple para la adquisición de una vivienda y se constituye hipoteca en primer lugar sobre el inmueble objeto de la compra.

II.- En el instrumento notarial continente de los citados actos, la compradora declara bajo protesta de decir verdad ser soltera.

III.- Los referidos actos se inscriben en el Registro Público de la Propiedad del Distrito Federal y en los asientos respectivos, consta el estado civil de la compradora como lo declaró, es decir, soltera.

IV.- Ante el incumplimiento de las amortizaciones del crédito, el acreedor hipotecario da por vencido anticipadamente el plazo para el pago del mismo y demanda en la vía especial hipotecaria, la declaración correspondiente y en su caso, la ejecución de la garantía constituida en seguridad de su crédito.

V.- Seguido por todos sus trámites, el juicio concluye con sentencia condenatoria y previene a la demandada en caso de incumplimiento, con la ejecución de la garantía hipotecaria.

VI.- En la subasta del inmueble hipotecado, ante la ausencia de postores, el inmueble hipotecado fue adjudicado a la parte actora en pago de su crédito.

VII.- La sentencia en la fase de ejecución del proceso, culmina con la aprobación de la adjudicación del inmueble hipotecado decretada a favor de la parte actora.

VIII.- En cumplimiento de la sentencia dictada en la fase de ejecución, el juez ordenó a las partes otorgar la escritura pública ante el Notario que designara la actora, y previno al Notario una vez preparada la escritura, requerir a la demandada para firmarla. Lo anterior en aplicación indebida de la norma 589 cpc anterior a la reforma del 8 de noviembre del 2007.

IX.- Los autos son turnados al Notario, quien en cumplimiento a lo ordenado por el juez prepara el instrumento y con fecha 12 de marzo del 2013 notifica a la demandada para que acuda a la notaría a firmarla.

X.- Ante la incomparecencia de la demandada a firmar el instrumento, el Notario devuelve el expediente judicial y lo informa al Juez.

XI.- La demandada interpone un incidente de nulidad en el proceso, cuyo trámite se prolonga en todas sus instancias por un año.

XII.- Agotado el trámite del incidente de nulidad de actuaciones y confirmada la notificación impugnada de fecha 22 de noviembre de 2012, la parte actora obtiene el auto por virtud del cual el juzgador decreta que la escritura será firmada por él en rebeldía de la parte demandada.

XIII.- Con fecha 20 de febrero de 2013, los autos se turnan de nueva cuenta con el Notario quien tramita el certificado de gravámenes del inmueble y da el aviso a que se refiere el artículo 3016 cc, obteniendo del Registro Público de la Propiedad el certificado de gravámenes correspondiente, con el exclusivo gravamen hipotecario a favor del adjudicatario, la anotación del aviso preventivo, sin observación alguna ni operación en trámite y el informe de la titularidad registral en forma exclusiva y por el 100% a favor de la ejecutada.

Es importante resaltar que el aviso preventivo se dio el día 7 de marzo de 2013.

XIV.- Al no haberse otorgado el instrumento por causas procesales, de nueva cuenta, el notario tramita el certificado de gravámenes del inmueble y da el aviso a que se refiere el artículo 3016 cc, obteniendo del Registro Público de la Propiedad el certificado de gravámenes correspondiente, con el exclusivo gravamen hipotecario a favor del adjudicatario, la anotación del aviso preventivo de fecha 7 de marzo de 2013, la anotación del nuevo aviso preventivo con fecha 3 de mayo de 2013, sin observación alguna ni operación en trámite y el informe de la titularidad registral en forma exclusiva y por el 100% a favor de la ejecutada.

XV.- Otorgada la escritura, se informa al Registro Público de la Propiedad y éste toma nota del otorgamiento con fecha 1 de julio de 2013.

XVI.- Con fecha 22 de agosto del 2013 ingresa el primer testimonio del instrumento al Registro para la inscripción de la adjudicación y cancelación de la hipoteca.

XVII.- Para sorpresa de la adjudicataria, con fecha 7 de octubre del 2013 el registrador solicita la aclaración en el proceso de inscripción, en virtud de que ahora la finca reporta inscripción de sociedad conyugal a favor del supuesto cónyuge de la ejecutada, inscrita con fecha 22 de marzo de 2013.

El registrador en su calificación, llega al extremo de indicar que en virtud de la inscripción de la sociedad conyugal, el juez no pudo adjudicar el 100 % de la propiedad del inmueble hipotecado, sino tan sólo el 50%, toda vez que el otro tanto le corresponde al cónyuge por efecto de la sociedad conyugal y éste no fue parte en el juicio. Por tal motivo solicita la aclaración correspondiente.

Incluso, manifiesta que si bien el asiento de propiedad de la ejecutada informa su estado civil como soltera, este debe ser un error en tanto se encuentra inscrita la sociedad conyugal.

XVIII.- Para desahogar la prevención, el notario con fecha 14 de Octubre de 2013, obtiene del Registro una copia del Folio Real Electrónico de la Unidad Básica Registral objeto de inscripción del acto jurídico y para su sorpresa se informa de los asientos registrales, entre los cuales subsisten la compraventa a favor de la ejecutada; la hipoteca a favor del acreedor adjudicatario; los avisos preventivos de fechas 9 de marzo y 3 de mayo ambos de 2013 dados por el propio notario; el aviso de otorgamiento de fecha 1 de julio de 2013 y o sorpresa, Régimen de Sociedad Conyugal inscrita con fecha 3 de julio de 2013 con fecha de entrada 22 de marzo de 2013, no reportada en los certificados de gravámenes del de 7 de marzo y 6 de mayo de 2013 ni en el aviso de otorgamiento de fecha 1 de julio de 2013.

XIX.- En desahogo de la aclaración, el Notario exhibe ulterior testimonio de la escritura que contiene el contrato de compraventa inscrito a favor de la ejecutada, acreditando con ello que no se trata de un error de inscripción en el registro, sino de la mala fe de la acreditada, quien para obtener el crédito se ostentó como soltera cuando en realidad era casada. Por lo tanto, nadie puede alegar su propia culpa en su beneficio.

Esencialmente se invocó el principio de legitimación registral, alegando que al momento en que se adjudicó el inmueble no se encontraba inscrita la sociedad conyugal y por lo tanto en términos de los artículos 3008 y de manera especial 3009 cc, su posterior inscripción no contradice el derecho adquirido por la adjudicataria, debiendo inscribir el acto jurídico procesal de adjudicación.

XX.- El registrador sostuvo su posición y con fecha 25 de octubre de 2013 ordenó la salida sin registro del instrumento por no haber desahogado los motivos de suspensión.

XXI.- La adjudicataria hizo del conocimiento del juzgador esta situación y éste por auto de fecha 15 de noviembre de 2013, se negó a ordenar la inscripción del acto en el registro, aduciendo que la sentencia no lo contemplaba.

XXII.- La adjudicataria interpuso recurso de apelación el cual le fue adverso, no obstante, obtuvo el Amparo y Protección de la Justicia Federal y en cumplimiento con la ejecutoria, la revocación del auto por el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, quien ordenó al Registro la inscripción.

Las consideraciones para ordenar la inscripción no son tan importantes como las razones por las cuales debe desestimarse la calificación del registrador, a continuación, reproduzco los argumentos más importantes:


«...El agravio anterior resulta fundado, toda vez que del análisis de las constancias de autos, mismas que merecen valor probatorio en los términos de los artículos 327 fracción VII y 403 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, se advierte que en el resolutivo SEGUNDO de la sentencia interlocutoria de dos de julio de dos mil doce, el a quo ordenó que se tirara a favor de la actora la escritura de adjudicación ante el notario que designara la institución recurrente; habiéndose negado posteriormente a inscribir la escritura (debiera decir: "ordenar inscribir la escritura"); lo anterior es incorrecto porque dicha inscripción es sólo una consecuencia lógica y legalmente administrativa del otorgamiento de la escritura, por lo que no existe impedimento para ello; por su parte, en la ejecutoria de cumplimiento del Juzgado Federal determinó que: "...Como quedó asentado en los antecedentes, dentro del juicio de origen, en sentencia definitiva de dieciocho de enero de dos mil once, se condenó a la demandada..., al cumplimiento de las prestaciones reclamadas por la actora, al no hacer pago voluntario se procedió al remate del bien inmueble materia de la garantía hipotecaria y en ejecución de sentencia, la parte actora ahora quejosa, previo a la celebración de la audiencia de remate en tercera almoneda, exhibió el certificado de gravámenes actualizado al veinte de julio de dos mil doce..., en el cual apareció como titular registral únicamente... (la demandada), por lo que en audiencia de veintiocho de junio de dos mil doce, el inmueble se adjudicó a la parte actora, remate que fue aprobado en interlocutoria de dos de julio de dos mil doce... la que a su vez se declaró firme en auto de trece de agosto de dos mil doce... Entonces, es válido afirmar, como alega la quejosa que el día trece de agosto de dos mil doce, el inmueble materia de la litis ya había dejado de ser propiedad de la demandada, razón por la cual si la inscripción del Régimen Patrimonial de Matrimonio fue en fecha posterior a que el inmueble salió de la propiedad de la demandada en el juicio, dicha inscripción no puede ser oponible a terceros ni a la adjudicación hecha por parte del actor en el juicio de origen... Ahora la sala responsable fundamenta su resolución, en cuanto a que de ordenarse la inscripción se podrían afectar los derechos del tercero ajeno al juicio... conforme al artículo 3012 del Código Civil para el Distrito Federal, el cual literalmente señalaba en su texto vigente al momento en que se inició el juicio: «Artículo 3,012.- Tratándose de inmuebles, derechos reales sobre los mismos y otros derechos inscribibles o anotables, la sociedad conyugal no surtirá efectos contra tercero si no consta inscrita en el folio real correspondiente a la finca de que se trate.»... "Cualquiera de los cónyuges u otro interesado tienen derecho a pedir la inscripción de ese régimen patrimonial, cuando alguno de esos bienes forme parte de la sociedad conyugal y estén inscritos a nombre de uno solo de aquellos."...El precepto en cita establece que para que sea oponible a terceros la sociedad conyugal debe estar inscrita, luego de constancias de autos, las cuales gozan de valor probatorio pleno conforme al artículo 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles se tiene que efectivamente el señor... (cónyuge), mediante solicitud ingresada el veintidós de marzo de dos mil trece solicitó la inscripción del régimen de sociedad conyugal…, es decir en fecha posterior a que el inmueble materia de la litis, había salido del patrimonio de su cónyuge (parte demandada en el juicio)… En tal razón la inscripción en el registro público de la propiedad, acorde al artículo 3012 del Código Civil para el Distrito Federal vigente al momento de iniciarse el juicio, efectivamente implica que el titular registral tiene un derecho que es oponible a terceros a partir de la fecha de inscripción, no obstante la sala responsable debió atender a las constancias de autos, en concreto que desde el trece de agosto de dos mil doce, el inmueble materia de la litis había salido del patrimonio de la demandada... Dado que si bien el trámite para realizar la escrituración del inmueble tardó aproximadamente un año, con motivo de la promoción de un incidente de nulidad de actuaciones por parte de la demandada, el cual fue declarado improcedente y quedó firme el veintitrés de noviembre de dos mil doce...; en auto de veinte de febrero de dos mil trece se ordenó turnar los autos al Notario Público para que tirara la escritura correspondiente, es decir en fecha anterior a la solicitud de inscripción de la sociedad conyugal que hizo el señor... (cónyuge), la inscripción de la sociedad conyugal en el Registro Público da efectos meramente declarativos, pero por si misma no es generadora de un derecho real sobre el inmueble, sobre todo a la luz de los anteriores argumentos…»; por lo que procede revocar el auto recurrido...

El caso plantea una situación interesante en la cual existe discordancia entre los asientos registrales y la realidad.

En un primer plano, el asiento de inscripción a favor de la ejecutada produce plena convicción de ser la titular del derecho de propiedad registrado. Se produce en su favor la legitimación registral.

La inscripción de la sociedad conyugal, en vista de los antecedentes registrales resulta apegada a derecho. Si quien la solicita es el cónyuge de la titular registral y lo acredita con el atestado del registro civil acompañado de las capitulaciones matrimoniales, y en estas consta su participación en un cincuenta por ciento, el registrador actúa legalmente al inscribir la sociedad conyugal.

A partir de la inscripción, los efectos de la sociedad conyugal trascienden a cualquier adquirente de la finca y le para perjuicios. Por lo tanto, quien adquiere sólo de la titular registral y omite el consentimiento del cónyuge, para estos efectos considerado copropietario, infringe lo dispuesto por el artículo 194 cc y por lo tanto realiza un acto nulo, el cual no será convalidado por su inscripción en el registro (art. 3008 cc).

Sin embargo, no es posible dar efectos retroactivos a la inscripción de la sociedad conyugal ni menos aún en beneficio de quien actúa con absoluta mala intención.

La mala intención se acredita con la escritura notarial y su consecuente registro en la cual la compradora manifestó, bajo protesta de decir verdad, estar soltera.

Aunado a lo anterior, el cónyuge enterado de la enajenación forzada del inmueble en el juicio seguido en contra de su esposa, inscribe la sociedad conyugal con el pretendido efecto retroactivo en perjuicio de la adjudicataria.

Si bien al momento de la inscripción de la sociedad conyugal no constaba en el registro la previa enajenación del inmueble, al calificar la adjudicación judicial, el registrador tuvo a la vista los elementos indubitables para determinar si los efectos de la sociedad conyugal eran oponibles a la adjudicataria.

En este supuesto, la adjudicataria adquiere el inmueble de quien aparece como su único titular en el registro público de la propiedad, surte plenos efectos la legitimación registral, no solo en cuanto al título inscrito, sino a la existencia del derecho y su disponibilidad por su titular y también en cuanto a los demás elementos que se contienen en la inscripción como es precisamente el hecho de haber adquirido siendo soltera.

Por lo tanto hasta este momento, quien de la misma adquirió está protegido por la legitimación registral y si después se enerva el derecho de disposición de la titular registral mediante la inscripción de la sociedad conyugal, quedando sujeta a la concurrencia de su cónyuge, no es posible retrotraer sus efectos a una enajenación anterior.

Insisto, si bien el registrador no podía saber de la enajenación del derecho al momento de inscribir la sociedad conyugal, estaba plenamente facultado e informado para valorar los efectos de la misma con respecto a un acto de enajenación anterior.

Cabe resaltar además, el aviso preventivo y el aviso de otorgamiento de la formalización de la adjudicación judicial dado por el Notario con antelación a la inscripción de la sociedad conyugal. Estos avisos son consultables electrónicamente por el registrador y por lo tanto tuvo acceso a los mismos (art. 31 RLR).

De la consulta el registrador estaba habilitado para conocer la existencia de la adjudicación judicial, atendiendo al contenido de los avisos, pues en ellos se anunciaba la formalización de una enajenación del inmueble, es decir la consumación de la enajenación y no la futura enajenación.

Por lo tanto surte plenos efectos jurídicos la hipótesis normativa contenida en el artículo 3013 cc, no obstante no haberse presentado la escritura a inscripción por estar corriendo el plazo establecido en el artículo 3016 cc, de donde se desprende la mala fe del cónyuge solicitante de la inscripción de la sociedad conyugal y el extraño proceder del Registrador al hacer caso omiso de los referidos avisos los cuales impedían la inscripción de la sociedad conyugal respecto de un inmueble que ya no era propiedad del cónyuge, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 3020 cc, el cual de manera clara impide la inscripción de un título incompatible con el anunciado mediante el aviso preventivo. La norma reza: «Inscrito o anotado un título, no podrá inscribirse o anotarse otro de igual o anterior fecha que refiriéndose al mismo inmueble o derecho real, se le oponga por ser incompatible. La incompatibilidad sólo tendrá lugar cuando los derechos de que se trate no puedan coexistir. Si sólo se hubiere practicado el asiento de presentación de aviso preventivo, tampoco podrá inscribirse otro título de la clase antes expresada, mientras el asiento esté vigente...».



Por estas razones, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal ordenó la inscripción de la adjudicación judicial, sustraída a los efectos de la sociedad conyugal.

Sin embargo, el Registro comunicó al Juez la custodia del folio real toda vez que consideró titular registral del 50% de los derechos de copropiedad al cónyuge de la ejecutada por efecto de la sociedad conyugal y titular del 100% de los derechos de propiedad al adjudicatario del inmueble, actualizándose en la especie el supuesto normativo del artículo 90 fracción IV LR.

En consecuencia, el adjudicatario estará obligado a acudir a la autoridad judicial para demandar la nulidad de la inscripción de la sociedad conyugal al haberse practicado con posterioridad a la enajenación del inmueble propiedad de su cónyuge en los términos del artículo 3030 cc.
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	Art. 281 cpc.- «Las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretensiones». Art. 402 cpc.- «Los medios de prueba aportados y admitidos, serán valorados en su conjunto por el juzgador, atendiendo a las reglas de la lógica y la experiencia. En todo caso el tribunal deberá exponer cuidadosamente los fundamentos de la valoración jurídica realizada y de su decisión».
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	«En el caso de cualquier procedimiento judicial o administrativo en el que se pretenda afectar o se afecten bienes, derechos reales sobre los mismos o sus frutos, tal afectación quedará sin efecto, una vez que conste manifestación auténtica del Registro Público, que indique que dichos bienes o derechos están inscritos a favor de persona distinta de aquella contra la cual se dictó la ejecución y también quedará sin efecto, si hay nota de presentación de aviso preventivo y/o aviso de otorgamiento en términos del artículo 3016 de este Código, a no ser que se hubiere dirigido contra esa persona la acción, como causahabiente del que aparece como titular en el Registro Público».
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	«Art. 1055.- Cuando el crédito tenga garantía real, el actor, a su elección, podrá ejercitar sus acciones en juicio ejecutivo mercantil, ordinario, especial, sumario hipotecario o el que corresponda, de acuerdo a este Código, a la legislación mercantil o a la legislación civil aplicable, conservando la garantía real y su preferencia en el pago, aun cuando los bienes gravados se señalen para la práctica de la ejecución. Art. 100.- Las instituciones de fianzas podrán embargar bienes que hubieren sido registrados como lo establece el Artículo 31 de esta Ley, aun cuando dichos bienes hubieran pasado a tercero por cualquier título. Los efectos del embargo se retrotraerán a la fecha del asiento en el Registro Público correspondiente».
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	«Art.661 cpc.- Con la demanda de tercería excluyente deberá presentare el título de fecha cierta en original o copia certificada en que se funde...».
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	El artículo 262 cpc establece: «Cuando se trate de demandas por controversias sobre bienes inmuebles, el Juez ordenará la anotación preventiva de la misma ante el Registro Público de la Propiedad, de conformidad a las disposiciones aplicables del Código Civil para el Distrito Federal, siempre que previamente el actor otorgue fianza suficiente para responder de los daños y perjuicios que se causen al demandado, la que deberá ser fijada al prudente arbitrio del Juez».
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«Artículo 182 quintus.- En la sociedad conyugal son propios de cada cónyuge, salvo pacto en contrario que conste en las capitulaciones matrimoniales:

I.- Los bienes y derechos que le pertenezcan al tiempo de celebrarse el matrimonio, y los que posea antes de éste, aunque no fuera dueño de ellos, si los adquiere por prescripción durante el matrimonio;

II.- Los bienes que adquiera después de contraído el matrimonio, por herencia, legado, donación o don de la fortuna;

III.- Los bienes adquiridos por cualquier título propio que sea anterior al matrimonio, aunque la adjudicación se haya hecho después de la celebración de éste; siempre que todas las erogaciones que se generen para hacerlo efectivo, corran a cargo del dueño de éste;

IV.- Los bienes que se adquieran con el producto de la venta o permuta de bienes propios;

V.- Objetos de uso personal;

VI.- Los instrumentos necesarios para el ejercicio de la profesión, arte u oficio, salvo cuando éstos integren o pertenezcan a un establecimiento o explotación de carácter común. No perderán el carácter de privativos por el hecho de haber sido adquiridos con fondos comunes, pero en este caso el otro cónyuge que los conserve, deberá pagar al otro en la proporción que corresponda; y

VII.- Los bienes comprados a plazos por uno de los cónyuges antes de contraer matrimonio, tendrán el carácter de privativo cuando la totalidad o parte del precio aplazado se satisfaga con dinero propio del mismo cónyuge. Se exceptúan la vivienda, enseres y menaje familiares».
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	Lozano Noriega, Francisco, Cuarto Curso de Derecho Civil, Contratos, 5ª edición, Colegio Nacional del Notariado Mexicano, 1990, pág. 467.
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	Domínguez Martínez, Jorge Alfredo, Derecho Civil Familia, Porrúa, 1ª edición, 2008, pág. 252.
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